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ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

DELEGACIÓN XOCHIMILCO 

 

ACUERDO POR EL QUE SE ORDENA LA SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES PARA VENDER BEBIDAS 

ALCOHÓLICAS EN TODAS SUS GRADUACIONES EN LOS ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES 

UBICADOS DENTRO DEL PERÍMETRO QUE COMPRENDE EL PUEBLO DE SANTIAGO 

TEPALCATLAPAN DE LA DELEGACIÓN XOCHIMILCO, DURANTE LOS DÍAS INDICADOS. 

 

Avelino Méndez Rangel, Jefe Delegacional en Xochimilco, en ejercicio de la facultad que me confiere el ―Acuerdo por el 

que se delega en los Titulares de los Órganos Políticos Administrativos la facultad de ordenar mediante acuerdos generales, 

la suspensión de actividades para vender bebidas alcohólicas en todas sus graduaciones en los establecimientos mercantiles 

ubicados en el territorio de sus respectivas demarcaciones territoriales‖, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México, el día 23 de junio de 2016, el artículo 5º, fracción II, de la Ley de Establecimientos Mercantiles del Distrito 

Federal, el artículo 55-TER, fracción VI, de la Ley para la Celebración de  Espectáculos Públicos en el Distrito Federal,  con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 12 fracción III, 87 párrafo primero y tercero, 104, 105 y 117 del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal; artículos 1, 2 párrafo tercero y 3 fracción III, 10 fracción I, 11 párrafo primero y segundo, 36, 

37, 38, 39 fracción XLV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal y 1 párrafo segundo, 3 

fracción III, y 120 y 121 del Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal; y 

 

C O N S I D E R A N D O 

Que la Administración Pública de la Ciudad de México, cuenta con Órganos Político-Administrativos desconcentrados en 

cada demarcación territorial, con autonomía funcional en acciones de gobierno. 

 

Que los Titulares de los Órganos Político-Administrativos, pueden suscribir los contratos y demás actos jurídicos relativos 

al ejercicio de sus atribuciones, así como aquellos que le sean señalados por delegación o les correspondan por suplencia, 

delegados por el Jefe de Gobierno. 

 

Que es facultad del Jefe de Gobierno instrumentar acciones tendientes a simplificar los procedimientos administrativos que 

realizan las diferentes áreas de la Administración Pública Local, a fin de cumplir de manera ágil y oportuna las atribuciones 

y obligaciones que le corresponden.  

 

Que con fecha 23 de junio de 2016, se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el ―Acuerdo por el que se 

delega en los Titulares de los Órganos Políticos Administrativos la facultad de ordenar mediante acuerdos generales, la 

suspensión de actividades para vender bebidas alcohólicas en todas sus graduaciones en los establecimientos mercantiles 

ubicados en el territorio de sus respectivas demarcaciones territoriales.‖ 

 

Que de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal, y el Acuerdo 

Delegatorio antes citado, el Jefe Delegacional en Xochimilco tiene la facultad para ordenar mediante Acuerdo, la suspensión 

de actividades en los establecimientos mercantiles, que operen alguno de los giros que requieran Aviso o Permiso para el 

Funcionamiento de Establecimientos Mercantiles, en fechas u horas determinadas, con el objeto de que no se altere el orden 

y la seguridad pública. 

 

Que de conformidad con lo dispuesto por la Ley para la Celebración de Espectáculos Públicos en el Distrito Federal queda 

estrictamente prohibida la venta de cualquier tipo de bebida alcohólica, así como de bebidas en general en envase de vidrio, 

o en envases similares en la feria a las que se refiere este artículo. 

Que las actividades relacionadas con la venta de bebidas alcohólicas en los establecimientos mercantiles al ser de alto 

impacto social, podrían traer consecuencias negativas para la seguridad pública, si se desarrollan en días en los que con 

motivo de festividades populares tradicionales existen grandes concentraciones de personas. 

 

Que mediante oficio XOCH13/203/1206/2017, firmado por el Director de Gobierno, se informa que se llevará a cabo la 

celebración de la Fiesta Patronal del Patrón de Santiago Apóstol, los días 22,23,24,25,26,27,28,29 y 30 de julio de 2017, en 

el Pueblo de Santiago Tepalcatlalpan de la Delegación Xochimilco, por lo que en prevención de posibles actos que pudieran 

trastornar dicho evento y con el fin de salvaguardar la seguridad e integridad física de participantes y público en general, he 

tenido a bien expedir el siguiente:  
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ACUERDO 

PRIMERO.- Se ordena la suspensión de actividades para vender bebidas alcohólicas en todas sus graduaciones, de las 00:00 

horas a las 24:00 horas durante los días 22,23,24,25,26,27,28,29 y 30  de julio de 2017, en los establecimientos mercantiles 

ubicados dentro del perímetro que comprende el Pueblo de Santiago Tepalcatlalpan  en la Delegación Xochimilco, que 

operen como vinaterías, tiendas de abarrotes, supermercados con licencia para venta de vinos y licores, tiendas de 

autoservicio, tiendas departamentales, y en cualquier otro establecimiento mercantil similar, en el que se expendan bebidas 

alcohólicas de cualquier graduación o que se instalen temporalmente con motivo de las ferias, festividades y tradiciones 

populares en la vía pública; así como en los establecimientos mercantiles con giro de impacto vecinal previstos en el 

artículo 19, fracciones II y III, de la Ley de Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal, siendo restaurantes y 

establecimientos de hospedaje, así como cantinas, pulquerías, bares, cervecerías, peñas, cabarets, centros nocturnos, 

discotecas, salones de baile, salas de cine con venta de bebidas alcohólicas, fondas y cualquier otro similar, en el que se 

expendan o consuman bebidas alcohólicas de cualquier graduación, o que se instalen temporalmente con motivo de esa 

festividad en la vía pública. 

 

SEGUNDO.- Queda prohibido dentro del perímetro que comprende el Pueblo de Santiago Tepalcatlalpan en la Delegación 

Xochimilco, en las fechas señaladas, la venta y expendio gratuito de bebidas alcohólicas en el interior de ferias, romerías, 

kermeses, festejos populares y otros lugares en que se presenten eventos similares. 

 

TERCERO.- Las violaciones al presente Acuerdo serán sancionadas de conformidad con las disposiciones de la Ley de 

Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal y demás disposiciones aplicables.  

 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- La presente convocatoria entrará en vigor el mismo día de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México. 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y a través de la Delegación Xochimilco, en un diario 

de circulación nacional. 

 

Ciudad de México a los trece días del mes de junio de 2017. 

 

 ATENTAMENTE 

 JEFE DELEGACIONAL EN XOCHIMILCO 

Con fundamento en el artículo 25 del Reglamento 

Interior de la Administración Pública del Distrito 

Federal por ausencia del Jefe Delegacional en 

Xochimilco firma el Director General Jurídico y de 

Gobierno. 

 

 

 

AVELINO MÉNDEZ RANGEL 

(Firma) 

 

LIC. GUSTAVO ALONSO CABRERA 

RODRÍGUEZ 
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DELEGACIÓN XOCHIMILCO 

 

ACUERDO POR EL QUE SE ORDENA LA SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES PARA VENDER BEBIDAS 

ALCOHÓLICAS EN TODAS SUS GRADUACIONES EN LOS ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES 

UBICADOS DENTRO DEL PERÍMETRO QUECOMPRENDE EN EL PUBLO DE  SAN JUAN  TEPEPAN DE 

LA DELEGACIÓN XOCHIMILCO, DURANTE LOS DÍAS INDICADOS. 

 

Avelino Méndez Rangel, Jefe Delegacional en Xochimilco, en ejercicio de la facultad que me confiere el ―Acuerdo por el 

que se delega en los Titulares de los Órganos Políticos Administrativos la facultad de ordenar mediante acuerdos generales, 

la suspensión de actividades para vender bebidas alcohólicas en todas sus graduaciones en los establecimientos mercantiles 

ubicados en el territorio de sus respectivas demarcaciones territoriales‖, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México, el día 23 de junio de 2016, el artículo 5º, fracción II, de la Ley de Establecimientos Mercantiles del Distrito 

Federal, el artículo 55-TER, fracción VI, de la Ley para la Celebración de  Espectáculos Públicos en el Distrito Federal,  con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 12 fracción III, 87 párrafo primero y tercero, 104, 105 y 117 del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal; artículos 1, 2 párrafo tercero y 3 fracción III, 10 fracción I, 11 párrafo primero y segundo, 36, 

37, 38, 39 fracción XLV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal y 1 párrafo segundo, 3 

fracción III, y 120 y 121 del Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal; y 

 

C O N S I D E R A N D O 

Que la Administración Pública de la Ciudad de México, cuenta con Órganos Político-Administrativos desconcentrados en 

cada demarcación territorial, con autonomía funcional en acciones de gobierno. 

 

Que los Titulares de los Órganos Político-Administrativos, pueden suscribir los contratos y demás actos jurídicos relativos 

al ejercicio de sus atribuciones, así como aquellos que le sean señalados por delegación o les correspondan por suplencia, 

delegados por el Jefe de Gobierno. 

 

Que es facultad del Jefe de Gobierno instrumentar acciones tendientes a simplificar los procedimientos administrativos que 

realizan las diferentes áreas de la Administración Pública Local, a fin de cumplir de manera ágil y oportuna las atribuciones 

y obligaciones que le corresponden.  

 

Que con fecha 23 de junio de 2016, se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el ―Acuerdo por el que se 

delega en los Titulares de los Órganos Políticos Administrativos la facultad de ordenar mediante acuerdos generales, la 

suspensión de actividades para vender bebidas alcohólicas en todas sus graduaciones en los establecimientos mercantiles 

ubicados en el territorio de sus respectivas demarcaciones territoriales.‖ 

 

Que de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal, y el Acuerdo 

Delegatorio antes citado, el Jefe Delegacional en Xochimilco tiene la facultad para ordenar mediante Acuerdo, la suspensión 

de actividades en los establecimientos mercantiles, que operen alguno de los giros que requieran Aviso o Permiso para el 

Funcionamiento de Establecimientos Mercantiles, en fechas u horas determinadas, con el objeto de que no se altere el orden 

y la seguridad pública. 

 

Que de conformidad con lo dispuesto por la Ley para la Celebración de Espectáculos Públicos en el Distrito Federal queda 

estrictamente prohibida la venta de cualquier tipo de bebida alcohólica, así como de bebidas en general en envase de vidrio, 

o en envases similares en la feria a las que se refiere este artículo. 

Que las actividades relacionadas con la venta de bebidas alcohólicas en los establecimientos mercantiles al ser de alto 

impacto social, podrían traer consecuencias negativas para la seguridad pública, si se desarrollan en días en los que con 

motivo de festividades populares tradicionales existen grandes concentraciones de personas. 

 

Que mediante oficio XOCH13/203/1206/2017, firmado por el Director de Gobierno, se informa que se llevará a cabo la 

celebración de la Fiesta Patronal del Pueblo de San Juan Tapean, los días 22,23,24,25 Y 26 de junio de 2017, del Pueblo 

San Juan Tepepan de la Delegación Xochimilco, por lo que en prevención de posibles actos que pudieran trastornar dicho 

evento y con el fin de salvaguardar la seguridad e integridad física de participantes y público en general, he tenido a bien 

expedir el siguiente:  

ACUERDO 
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PRIMERO.- Se ordena la suspensión de actividades para vender bebidas alcohólicas en todas sus graduaciones, de las 00:00 

horas a las 24:00 horas durante los días 22,23,24,25 Y 26 de Junio de 2017, en los establecimientos mercantiles ubicados 

dentro del perímetro que comprende en el Pueblo de  San Juan Tepepan en la Delegación Xochimilco, que operen como 

vinaterías, tiendas de abarrotes, supermercados con licencia para venta de vinos y licores, tiendas de autoservicio, tiendas 

departamentales, y en cualquier otro establecimiento mercantil similar, en el que se expendan bebidas alcohólicas de 

cualquier graduación o que se instalen temporalmente con motivo de las ferias, festividades y tradiciones populares en la vía 

pública; así como en los establecimientos mercantiles con giro de impacto vecinal previstos en el artículo 19, fracciones II y 

III, de la Ley de Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal, siendo restaurantes y establecimientos de hospedaje, así 

como cantinas, pulquerías, bares, cervecerías, peñas, cabarets, centros nocturnos, discotecas, salones de baile, salas de cine 

con venta de bebidas alcohólicas, fondas y cualquier otro similar, en el que se expendan o consuman bebidas alcohólicas de 

cualquier graduación, o que se instalen temporalmente con motivo de esa festividad en la vía pública. 

 

SEGUNDO.- Queda prohibido dentro del perímetro que comprende del Pueblo San Juan Tepepan en la Delegación 

Xochimilco, en las fechas señaladas, la venta y expendio gratuito de bebidas alcohólicas en el interior de ferias, romerías, 

kermeses, festejos populares y otros lugares en que se presenten eventos similares. 

 

TERCERO.- Las violaciones al presente Acuerdo serán sancionadas de conformidad con las disposiciones de la Ley de 

Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal y demás disposiciones aplicables.  

 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- La presente convocatoria entrará en vigor el mismo día de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México. 

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y a través de la Delegación Xochimilco, en un diario 

de circulación nacional. 

 

Ciudad de México a los trece días del mes de Junio de 2017. 

 

 ATENTAMENTE 

 JEFE DELEGACIONAL EN XOCHIMILCO 

Con fundamento en el artículo 25 del Reglamento 

Interior de la Administración Pública del Distrito 

Federal por ausencia del Jefe Delegacional en 

Xochimilco firma el Director General Jurídico y de 

Gobierno. 

 

 

 

AVELINO MÉNDEZ RANGEL 

 

(Firma) 

LIC. GUSTAVO ALONSO CABRERA 

RODRÍGUEZ 
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UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

DR. VICENTE HUGO ABOITES AGUILAR, Rector de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, apartado A, fracción II y 16, párrafo segundo de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 3 y 4 de la Ley de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México, 45 y 47 del 

Estatuto General Orgánico de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México; así como en cumplimiento a los diversos 

artículos 1, 5, 6, 7, 8, 9 y 10, párrafo tercero, 13, 14 y 18 de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito 

Federal y numerales 1, 4, 5, 6, 7, 10, 11, 15 y 16 de los Lineamientos para la Protección de Datos Personales en el Distrito 

Federal; y atendiendo a los principios rectores para la protección de datos personales en el Distrito Federal; y, 

 

CONSIDERANDO 

 

Que conforme lo dispuesto en los artículos 6 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 

información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que 

fijen las leyes; así como acceder, rectificar, cancelar o manifestar su oposición al tratamiento de sus datos en los términos 

que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones 

de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. 

 

|Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, 

corresponde a cada ente público determinar, a través de su titular o, en su caso, del órgano competente, la creación, 

modificación o supresión de sistemas de datos personales, conforme a su respectivo ámbito de competencia. 

 

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7, fracción I de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito 

Federal, cada ente público deberá publicar en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México la creación, modificación o 

supresión de los sistemas de datos personales que detente. 

 

Que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 6 de los Lineamientos para la Protección de Datos Personales en el 

Distrito Federal, la creación, modificación o supresión de sistemas de datos personales de los entes públicos sólo podrá 

efectuarse mediante acuerdo emitido por el titular del ente o, en su caso, del órgano competente, publicado en la Gaceta 

Oficial del Distrito Federal. 

 

En ese sentido, se emite el siguiente 

 

ACUERDO POR EL QUE SE CREA EL SISTEMA DE DATOS PERSONALES DE IDENTIFICACIÓN DE 

ESTUDIANTES EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD  

 

I. Identificación del Sistema de Datos Personales. 
Denominación: Sistema de Identificación de Estudiantes en Situación de Discapacidad. 

 

Normatividad aplicable: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Ley de la Universidad 

Autónoma de la Ciudad de México, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública y Rendición de 

Cuentas de la Ciudad de México, Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, Ley de Archivos 

del Distrito Federal, Estatuto General Orgánico de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México, 

Lineamientos para la Protección de Datos Personales del Distrito Federal, Acuerdo por el que se aprueba la Norma 

mediante la que se modifican, adicionan y derogan diversas disposiciones del Estatuto General Orgánico de la 

Universidad de la Ciudad de México. 

Finalidad y usos previstos: Recopilar información de los estudiantes, y en específico los que presentan alguna 

discapacidad, la cual será de utilidad en la formulación de políticas y programas encaminados a la mejora de las 

condiciones físicas, académicas y de convivencia dirigidas a la comunidad estudiantil en situación de discapacidad. 

 

II. Origen de los Datos. 

 

Personas sobre las que se pretende obtener datos de carácter personal o que resultan obligadas a 

suministrarlos:  

 

Procedencia: Estudiantes de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México. 
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Procedimiento de obtención: Formulario electrónico. 

 

III. Estructura Básica del Sistema de Datos Personales. 

 

Datos de carácter obligatorio: 

Datos Identificativos: nombre, estado civil, fecha de nacimiento. 

Datos Académicos: matrícula escolar. 

Datos Afectivos y/o Familiares: apoyo social. 

Datos Laborales: ocupación. 

Datos Sobre la Salud de las personas: antecedentes hereditarios, discapacidades, estado físico o mental de las 

personas. 

Modo de tratamiento utilizado: 

Procedimiento automatizado. 

 

IV. Cesión de Datos.  
 

Destinatario  Finalidad genérica Fundamento legal 

Comisión de Derechos Humanos 

de la Ciudad de México 

 

Para la investigación de 

presuntas violaciones a los 

derechos humanos. 

Art. 3, Fracc. II y 36 de la Ley de 

la Comisión de Derechos 

Humanos del Distrito Federal. 

Instituto de Acceso a la 

Información Pública y Protección 

de Datos Personales del Distrito 

Federal 

 Artículos 53 fracción II, 243 

fracciones II y III, 247, 254, 255 

fracciones I y II, 256 y 259 

fracciones I, II y III de la Ley de 

Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Rendición 

de Cuentas de la Ciudad de 

México. 

Artículos 38, 39, 40 y 42 de la 

Ley de Protección de Datos 

Personales para el Distrito 

Federal. 

Auditoria Superior de la Ciudad 

de México  

Para el ejercicio de sus funciones 

de fiscalización. 

Arts. 2, 3, 6 y 8 de la Ley de 

Fiscalización Superior de la 

Ciudad de México. 

Órganos jurisdiccionales Para la sustanciación de los 

procesos jurisdiccionales 

tramitados ante ellos. 

Artículos 323 del Código Civil 

para el Distrito Federal, 278288, 

326  331 del Código de 

Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal, 180 del Código 

de Procedimientos Penales del 

Distrito Federal, 131, 132, 147, 

149 de la Ley de Ampa.ro, 191, 

fracción XIX de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la 

Federación, 783 y 784 de la Ley 

Federal del Trabajo, 2, fracción II 

del Código Federal de 

Procedimientos Penales. 

 

Usuarios: No se consideran para este sistema de datos personales. 

 

V. Unidad Administrativa y Responsable del Sistema de Datos Personales. 
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Unidad Administrativa: Coordinación de Servicios Estudiantiles. 

 

Cargo del Responsable del Sistema de Datos Personales: Coordinador de Servicios Estudiantiles. 

 

VI. Unidad administrativa ante la cual se presentarán las solicitudes para ejercer derechos de acceso, 

rectificación, cancelación, oposición de datos personales, así como la revocación del consentimiento: 

 

Unidad administrativa: Unidad de Transparencia de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México. 

 

Domicilio: Dr. García Diego número 168, Colonia Doctores, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06720, 

México, Ciudad de México. 

Correo electrónico: oipuacm@uacm.edu.mx. 

 

VII. Nivel de Seguridad: Alto. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Publíquese el presente ACUERDO POR EL QUE SE CREA EL SISTEMA DE DATOS PERSONALES 

DE IDENTIFICACIÓN DE ESTUDIANTES EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. Se instruye al Enlace en materia de Datos Personales para que notifique al Instituto de Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal la publicación del presente Acuerdo dentro de los 

diez días hábiles siguientes a la publicación del mismo y al Responsable del Sistema de Datos Personales para que realice 

las adecuaciones pertinentes en el Registro Electrónico de Sistemas de Datos Personales, en un plazo no mayor a los diez 

días hábiles siguientes a la publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México. 

 

Dado en la Rectoría de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México, a los cinco días del mes de junio de dos mil 

diecisiete. 

 

 

(Firma) 

 

 

DR. VICENTE HUGO ABOITES AGUILAR 

RECTOR DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
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INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL 

DISTRITO FEDERAL 

 

RODRIGO MONTOYA CASTILLO, ENCARGADO DE DESPACHO DE LA SECRETARÍA TÉCNICA DEL 

INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL 

DISTRITO FEDERAL, CON FUNDAMENTO EN LA ATRIBUCIÓN QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 15, 

FRACCIÓN X DEL REGLAMENTO INTERIOR DE ESTE INSTITUTO, Y EN CUMPLIMIENTO AL PUNTO 

TERCERO DEL ACUERDO 0692/SO/18-05/2017, MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBA EL PROGRAMA 

ANUAL DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS DEL INSTITUTO DE 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO 

FEDERAL, CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO FISCAL 2017, EMITE EL SIGUIENTE: 

 

AVISO POR EL CUAL SE DA A CONOCER DE MANERA RESUMIDA EL PROGRAMA ANUAL DE 

ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTO Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL 2017. 

 

El PAAAPS 2017 tiene como finalidad programar las adquisiciones, arrendamientos y contrataciones, con sus respectivos 

montos presupuestales, de bienes y servicios necesarios para que el Instituto cumpla con los objetivos, metas y acciones 

establecidos en su POA, así como ser un instrumento para transparentar la aplicación de los recursos presupuestales del 

INFODF. 

 

CONCEPTO 
PROGRAMADO POR TRIMESTRE 

TOTAL 
1 2 3 4 

CAPÍTULO 1000 “SERVICIOS 

PERSONALES” $3,915,480 $3,915,480 $3,915,479 $3,915,479 $15,661,918 

CAPÍTULO 2000 “MATERIALES Y 

SUMINISTROS” $487,056 $487,056 $487,057 $487,054 $1,948,223 

CAPÍTULO 3000 “SERVICIOS 

GENERALES” $2,890,760 $2,890,757 $2,890,758 $2,890,754 $11,563,029 

CAPÍTULO 5000 “BIENES 

MUEBLES, INMUEBLES E 

INTANGIBLES” $60,834 $60,833 $60,833 $60,833 $243,333 

TOTAL $29,416,503 

 

TRANSITORIO 

 

ÚNICO. Publíquese el presente Aviso en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Ciudad de México, a 14 de junio de 2017. 

 

(Firma) 

 

RODRIGO MONTOYA CASTILLO 

ENCARGADO DE DESPACHO DE LA SECRETARÍA TÉCNICA 
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AUDITORÍA SUPERIOR DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER LA EMISIÓN DE LAS POLÍTICAS, BASES Y LINEAMIENTOS EN 

MATERIA DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LA AUDITORIA 

SUPERIOR DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

DR. DAVID MANUEL VEGA VERA, Auditor Superior de la Auditoría Superior de la Ciudad de México, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, base II, párrafo sexto; de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 43, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 3, párrafo cuarto, 10 incisos a), y 14 

fracciones I, XXII y XXIV de la Ley de Fiscalización Superior de la Ciudad de México; 1, párrafo tercero, 3, fracción I, 4, y 

5 fracción II, inciso c) del Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Ciudad de México, hace del conocimiento 

público el siguiente:  

 

 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER LA EMISIÓN DE POLÍTICAS, BASES Y LINEAMIENTOS EN 

MATERIA DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LA AUDITORIA 

SUPERIOR DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

 

1.- El 8 de mayo de 2017, el Auditor Superior emitió el Acuerdo por el que se aprueba el documento normativo denominado 

Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios de la Auditoria 

Superior de la Ciudad de México 

 

2. De conformidad con lo dispuesto en los transitorios Segundo y Tercero del Acuerdo por el que entran en vigor las 

Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios de la Auditoria 

Superior de la Ciudad de México, las cuales entrarán en vigor el día de su aprobación, así mismo se menciona, la entrada en 

vigor de las presentes Políticas, Bases y Lineamientos deroga el documento normativo de la ASCM denominado Manual de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios 

 

Las disposiciones mencionadas tuvieron como inicio de vigencia el 8 de mayo del año en curso y se hicieron del 

conocimiento del personal de la institución para su observancia y aplicación a través del portal de intranet de la Auditoría 

Superior de la Ciudad de México y están disponibles para consulta del público en general en el siguiente sitio de internet de 

la Auditoría Superior de la Ciudad de México. http://www.ascm.gob.mx/Transparencia/Pdfs/Art121/I/POBALINES.pd 

 

TRANSITORIO 

 

 

Único.- Publíquese este aviso en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

Ciudad de México a 2 de junio de 2017.  

 

(Firma) 

 

_________________________________ 

DR. DAVID MANUEL VEGA VERA 

AUDITOR SUPERIOR DE LA AUDITORÍA SUPERIOR  

DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

___________________________________________________ 
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(Al margen superior izquierdo el Escudo Nacional que dice: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.- ASAMBLEA 

LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL.- VII LEGISLATURA) 

 
ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 

VII LEGISLATURA. 

  

NOTA ACLARATORIA AL DECRETO QUE CONTIENE LAS OBSERVACIONES DEL JEFE DE GOBIERNO 

DE LA CIUDAD DE MÉXICO RESPECTO DEL DIVERSO POR EL QUE SE ABROGA EL CÓDIGO DE 

INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL DISTRITO FEDERAL Y LA LEY PROCESAL 

ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL Y SE EXPIDE EL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y LA LEY PROCESAL ELECTORAL 

PARA CIUDAD DE MÉXICO; Y SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE 

PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL Y DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL DÍA 7 DE JUNIO DE 

2017, TOMO II 

 

En la página 3, Dice: 

 

CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL DISTRITO FEDERAL 

 

Debe decir: 

 

CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

En las páginas 6 y 7, Dice: 

 

III. Violencia Política en Razón de Género. Es toda acción u omisión ejercida en contra de las personas, en el ámbito 

político o público, que tenga por objeto o resultado sesgar, condicionar, impedir, restringir, suspender, menoscabar, anular, 

obstaculizar, excluir o afectar el reconocimiento, acceso, goce o ejercicio de los derechos político electorales, así como el 

acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo o función en el poder público. 

 

Se manifiesta en presión, persecución, hostigamiento, acoso, coacción, vejación, discriminación, amenazas o privación de la 

libertad o de la vida en razón del género. 

 

a) En el ámbito ciudadano; las instituciones y organizaciones públicas, políticas y electorales; aspiraciones y 

candidaturas en cualquier etapa del proceso electoral o de la participación ciudadana; el servicio público; los 

poderes ejecutivo, legislativo y judicial, todos los niveles de gobierno; así como las representaciones, liderazgos o 

participaciones en los contextos comunitarios, indígenas, rurales o urbanos. 

 

b) En la ciudadanía; simpatizantes, militantes, quien ejerza una función pública, de partidos o electorales; aspirantes a 

cargos políticos o públicos; precandidaturas, candidaturas, así como las candidaturas electas, de partidos políticos o 

sin partido; servidoras y servidores públicos designados y en funciones; representantes, líderes o participantes 

activos comunitarios e indígenas, rurales o urbanas. 

 

Se entenderá por violencia política hacia las mujeres cualesquiera de estas conductas contenidas en el presente numeral, 

cometidas en su perjuicio en razón de género. 

 

Debe decir: 

 

III. Violencia Política. Es toda acción, omisión o conducta ejercida contra las personas, directa o indirectamente, que tiene 

por objeto o resultado sesgar, condicionar, impedir, restringir, suspender, menoscabar, anular, obstaculizar, excluir o afectar 

el reconocimiento, acceso, goce o ejercicio de los derechos político-electorales; la participación y representación política y 

pública; el desempeño de un cargo, actividad o responsabilidad y la toma de decisiones inherentes a los mismos; y las 

prerrogativas y funciones públicas; pudiéndose manifestar mediante cualquier modalidad de violencia contemplada en la 

Ley de Acceso de las Mujeres a una vida libre de violencia de la Ciudad de México, expresándose en los ámbitos político, 

público y privado, en los siguientes rubros: 
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a)  En el ámbito ciudadano; las instituciones y organizaciones públicas, políticas y electorales; aspiraciones y 

candidaturas en cualquier etapa del proceso electoral o de la participación ciudadana; el servicio público; los 

poderes ejecutivo, legislativo y judicial, todos los niveles de gobierno; así como las representaciones, liderazgos o 

participaciones en los contextos comunitarios, indígenas, rurales o urbanos.  

 

b)  En la ciudadanía; simpatizantes, militantes, quien ejerza una función pública, de partidos o electorales; aspirantes a 

cargos políticos o públicos; precandidaturas, candidaturas, así como las candidaturas electas, de partidos políticos o 

sin partido; servidoras y servidores públicos designados y en funciones; representantes, líderes o participantes 

activos comunitarios e indígenas, rurales o urbanas.  

 

Se entenderá por violencia política hacia las mujeres cualesquiera de estas conductas contenidas en el presente numeral, 

cometidas en su perjuicio en razón de género. 

 

En las páginas 228 y 229, Dice: 

 

Constituyen actos de violencia política:  

 

a) Obligar, instruir o coaccionar a realizar u omitir actos diferentes a las funciones y obligaciones de su cargo, establecidas 

en los ordenamientos jurídicos, incluyendo aquellos motivados por los roles o estereotipos de género; 

 

b) Ejercer cualquier tipo de violencia señalada en la presente Ley, en contra de las personas, de sus familiares o personas 

cercanas, con el fin de sesgar, condicionar, impedir, acotar o restringir la participación y representación política y pública, 

así como la toma de decisiones en contra de su voluntad o contrarias al interés público; 

 

c) Coartar o impedir el ejercicio de la participación, representación y facultades inherentes a los cargos públicos y políticos 

de las personas, o bien coartar e impedir aquellas medidas establecidas en Ia Constitución y los ordenamientos jurídicos 

dirigidas a proteger sus derechos frente a los actos que violenten o eviten el ejercicio de su participación y representación 

política y pública, incluyendo la violencia institucional; 

 

d) Proporcionar información falsa, errónea o imprecisa que induzca al inadecuado ejercicio de sus funciones político-

públicas; 

 

e) Impedir o excluir de la toma de decisiones o del derecho a voz y voto, a través del engaño o la omisión de notificación de 

actividades inherentes a sus facultades o a la participación y representación política y pública; 

 

f) Proporcionar información o documentación incompleta o errónea con el objeto de impedir el ejercicio pleno de los 

derechos político electorales o inducir al ejercicio indebido de sus atribuciones o facultades; 

 

g) Ocultar información o documentación con el objeto de limitar o impedir el ejercicio de sus derechos político-electorales o 

inducir al ejercicio indebido de sus atribuciones; 

 

h) Proporcionar o difundir información con la finalidad de impedir o limitar el ejercicio de los derechos político-electorales 

o impedir el ejercicio de sus atribuciones o facultades; 

 

i) Obstaculizar o impedir el ejercicio de licencias o permisos justificados a los cargos públicos a los cuales fueron 

nombradas o electas, así como la reincorporación posterior; 

 

j) Restringir total o parcialmente, por cualquier medio o mecanismo, el ejercicio de los derechos de voz y voto de las 

mujeres, que limiten o impidan las condiciones de igualdad respecto de los hombres para el ejercicio de la función y 

representación política y pública; 

 

k) Acosar u hostigar mediante la acusación o la aplicación de sanciones sin motivación o fundamentación, que contravengan 

las formalidades, el debido proceso y la presunción de inocencia, con el objetivo o resultado de impedir o restringir el 

ejercicio de los derechos político-electorales; 
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l) Realizar cualquier acto de discriminación que tenga como resultado impedir, negar, anular o menoscabar el ejercicio de 

sus derechos político-electorales; 

 

m) Publicar o revelar información personal, privada o falsa, o bien difundir imágenes, información u opiniones con sesgos 

basados en los roles y estereotipos de género a través de cualquier medio, con o sin su consentimiento, que impliquen 

difamar, desprestigiar o menoscabar la credibilidad, capacidad y dignidad humana de las personas, con el objetivo o 

resultado de obtener su remoción, renuncia o licencia al cargo electo o en ejercicio; 

 

n) Espiar o desprestigiar a las personas a través de los medios de comunicación con el objetivo o resultado de impedir o 

restringir el ejercicio de los derechos político-electorales; 

 

o) Obligar, intimidar, o amenazar a las personas para que suscriban documentos, colaboren en proyectos o adopten 

decisiones en contra de su voluntad o del interés público, en función de su representación política;  

 

p) Proporcionar información incompleta, falsa o errónea de los datos personales de las personas candidatas a cargos de 

elección popular, ante el lnstituto Nacional Electoral o los Organismos Públicos Locales Electorales, con Ia finalidad de 

impedir, obstaculizar o anular sus registros a las candidaturas; 

 

q) Impedir o restringir su incorporación, de toma de protesta o acceso al cargo o función para el cual ha sido nombrada, 

electa o designada. 

 

r) Impedir u obstaculizar los derechos de asociación y afiliación en los partidos políticos en razón de género; y 

 

s) Cualquier otro que tenga por objeto o resultado coartar los derechos político-electorales, incluyendo los motivados en 

razón de sexo o género. 

Las sanciones previstas para las conductas señaladas, podrán incrementarse hasta la mitad cuando sean cometidos en razón 

de género contra las mujeres.  

 

Debe decir: 

 

Constituyen actos de violencia política:  

 

a) Obligar, instruir o coaccionar a realizar u omitir actos diferentes a las funciones y obligaciones de su cargo, establecidas 

en los ordenamientos jurídicos, incluyendo aquellos motivados por los roles o estereotipos de género; 

 

b) Ejercer cualquier tipo de violencia señalada en el presente Código, en contra de las personas, de sus familiares o personas 

cercanas, con el fin de sesgar, condicionar, impedir, acotar o restringir la participación y representación política y pública, 

así como la toma de decisiones en contra de su voluntad o contrarias al interés público; 

 

c) Proporcionar información falsa, parcial o imprecisa, o bien ocultarla mediante el engaño o cualquier otro medio, para 

distraer el ejercicio de las funciones de representación política y pública o incidir a su ejercicio ilícito; 

 

d) Impedir o excluir de la toma de decisiones o del derecho a voz y voto, a través del engaño o la omisión de notificación 

sin causa prevista por la ley, de actividades inherentes a sus facultades o a la participación y representación política y 

pública; 

 

e) Proporcionar información incompleta, falsa de los datos personales de las candidatas o candidatos a cargos de elección 

popular, en razón de género, ante el Instituto Nacional Electoral o los Organismos Públicos Locales Electorales, con la 

finalidad de impedir, obstaculizar o anular sus registros a las candidaturas;  

 

f) Obstaculizar o impedir a las personas el ejercicio de licencias o permisos justificados a los cargos públicos a los cuales las 

personas fueron nombradas o electas, así como la reincorporación posterior;  

 

g) Restringir total o parcialmente, por cualquier medio o mecanismo, el ejercicio de los derechos de voz y voto de un 

género, que limiten o impidan las condiciones de igualdad para el ejercicio de la función y representación política y pública; 
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h) Coartar o impedir el ejercicio de la participación, representación y facultades inherentes a los cargos públicos y políticos, 

o bien coartar e impedir aquellas medidas establecidas en la Constitución y los ordenamientos jurídicos dirigidas a proteger 

sus derechos frente a los actos que violenten o eviten el ejercicio de su participación y representación política y pública, 

incluyendo la violencia institucional;  

 

i) Acosar u hostigar mediante la acusación o la aplicación de sanciones sin motivación o fundamentación, que contravengan 

las formalidades, el debido proceso y la presunción de inocencia, con el objetivo o resultado de impedir o restringir el 

ejercicio de los derechos político-electorales;  

 

j) Realizar cualquier acto de discriminación de conformidad con la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, 

y que tengan como resultado impedir, negar, anular o menoscabar el ejercicio de sus derechos político-electorales; 

 

k) Publicar o revelar información personal, privada o falsa, o bien difundir imágenes, información u opiniones con sesgos 

basados en los roles y estereotipos de género a través de cualquier medio, con o sin su consentimiento, que impliquen 

difamar, desprestigiar o menoscabar la credibilidad, capacidad y dignidad humana, con el objetivo o resultado de obtener su 

remoción, renuncia o licencia al cargo electo o en ejercicio;  

 

l) Cualquier otro que tenga por objeto o resultado coartar los derechos político-electorales, incluyendo los motivados en 

razón de sexo o género.  

 

Las sanciones previstas para las conductas señaladas, podrán incrementarse hasta la mitad cuando sean cometidos en razón 

de género contra las mujeres. 

 

TRANSITORIO 

 

ÚNICO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los catorce días del mes de junio del año dos mil diecisiete. 

 

 

POR LA MESA DIRECTIVA 

 

(Firma) 

 

DIP. MAURICIO ALONSO TOLEDO GUTIÉRREZ 

PRESIDENTE 

 

 

 

SECRETARIA 

 

(Firma) 

 

DIP. REBECA PERALTA LEÓN 

SECRETARIO 

 

 

 

DIP. LUCIANO JIMENO HUANOSTA 
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 84/2015. 

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE LOS 

DERECHOS HUMANOS 

 

MINISTRA PONENTE: MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS. 

SECRETARIA: GUADALUPE M. ORTIZ BLANCO. 

 

Vo. Bo. 

 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día doce 

de enero de dos mil diecisiete. 

Cotejó: 

R E S U L T A N D O: 

PRIMERO. Presentación. Mediante escrito recibido el nueve de septiembre de dos mil quince en la Oficina de Certificación 

Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos, por conducto de su Presidente, promovió acción de inconstitucionalidad para solicitar la invalidez de los artículos 

5, fracciones III, XI y XVII; 39, tercer párrafo, y 56 de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el diez de agosto 

de dos mil quince.  

 

Señaló como autoridades emisora y promulgadora de la norma impugnada a las siguientes: 

 

Órgano Legislativo: Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

Órgano Ejecutivo: Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 

 

SEGUNDO. Normas constitucionales y convencionales que se aduce violadas. Los preceptos de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos que consideró transgredidos fueron los artículos 1, 5, 6, 7, 14 y 16; señaló, además, el 

artículo 1o. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos.  

 

TERCERO. Texto de las normas cuya invalidez se solicita: 

 

―Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

… 

 

Colaboradora o colaborador periodístico: Toda persona que hace del ejercicio de las libertades de expresión y/o información 

su actividad principal o complementaria, ya sea de manera esporádica o regular, sin que se requiera registro gremial, 

remuneración o acreditación alguna para su ejercicio. 

 

… 

 

Libertad de expresión: Es el derecho humano que tiene toda persona para difundir y publicar ideas u opiniones de toda 

índole, ya sea de forma personal o colectiva, sin que sea objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa o limitada 

directa o indirectamente, ni discriminada por razones de raza, sexo, orientación sexual, identidad o expresión de género, 

idioma, origen nacional a través de cualquier medio de comunicación. 

 

… 

 

Periodista: Toda persona que hace del ejercicio de la libertad de expresión y/o información su actividad, de manera 

permanente. Las personas físicas, cuyo trabajo consiste en recabar, almacenar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, 

difundir, publicar o proveer información a través de cualquier medio de difusión y comunicación que puede ser impreso, 

radioeléctrico, digital o imagen, que acrediten experiencia o estudios o en su caso título para ejercer el periodismo.‖ 

 

―Artículo 39. 

… 
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Para acreditar el carácter de persona defensora, periodista o colaboradora periodística, baste remitirse a la labor que realizan 

para determinar si configura el ejercicio del derecho a defender los derechos humanos o el de la libertad de expresión.‖ 

 

―Artículo 56.- La persona beneficiaria se podrá separar del Mecanismo en cualquier momento, para lo cual deberá 

externarlo por escrito a la Junta de Gobierno.‖ 

 

CUARTO. Conceptos de invalidez. La promovente hizo valer los conceptos de invalidez que en lo conducente se 

transcriben: 

 

―PRIMERO. EL ARTÍCULO 5, FRACCIÓN XI, RESULTA CONTRARIO A LOS ARTÍCULOS 1 Y 7 DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL, Y 13 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, TODA 

VEZ QUE NO RECONOCE EL BUSCAR Y RECIBIR INFORMACIÓN COMO PARTE DE LA LIBERTAD DE 

EXPRESIÓN Y COMO REQUISITO PARA EL EJERCICIO DE LA ACTIVIDAD PERIODÍSTICA. 

 

[…] 

 

Se reitera que la norma impugnada no contempla los elementos constitutivos de libertad de expresión, en concreto excluye 

los verbos rectores de ‗buscar‘ y ‗recibir‘ información, es decir, no considera como parte de la libertad de expresión la 

necesaria investigación o acceso a la información de aquello que se pretende publicar o difundir.  En el fondo son expuestos 

los elementos contenidos en los artículos 6° y 7° de la Constitución Federal, del tenor siguiente que expresamente reconocen 

que toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir 

información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.  

 

[…] 

 

En la lógica, debe dejarse en claro que la labor periodística es inseparable de la libertad de expresión, y así se deduce que en 

la redacción de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito 

Federal no están reconocidos como parte de dicha labor los actos tendientes a hacerse llegar de información, a buscarla, ni 

los medios por los cuales pueda considerarse como recibida algún tipo de información; lo que tiene como consecuencia que 

al no ser reconocidos por la ley referida, se puede incurrir en el escenario donde los periodistas que durante su investigación 

o  durante la obtención de información, sean sujetos de amenazas o algún tipo de agresión o puesta en peligro, actividades 

que no sean consideradas como sujetos de protección en tanto que no se considerará la actividad de investigación o 

recepción como parte de la labor periodística. 

 

En ese escenario se obstaculiza no sólo la profesión del periodista sino también  su libertad de expresión, ya que de tal modo 

se restringiría también la posibilidad de divulgación, en tanto que se obstruye la posibilidad de buscar y recibir información, 

en consecuencia, al restringir  indirectamente la posibilidad de obtener información se limita el derecho de expresarse 

libremente, como lo ha  argumentado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Ricardo Canese vs. 

Paraguay, que a continuación se cita: 

 

‗[78] La expresión y la difusión de pensamientos e ideas son indivisibles. Una restricción de las posibilidades de 

divulgación representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente.‘  

 

En esa misma tesitura, al no ser contemplada la ‗información‘ como objeto directo de la libertad de expresión, y solo 

constreñirse a reconocer a las ideas y opiniones como objeto de la libertad de expresión, se trasgreden los artículos 6 y 7 de 

la Constitución Federal, que al referir ‗información‘, amplía aquello sobre lo cual puede versar la libertad que se busca 

defender. 

 

Los mismos razonamientos son aplicables para el amparo de los derechos fundamentales de las  personas defensoras de 

derechos humanos, a quienes también la norma combatida causa una afectación en su esfera mínima de protección, puesto 

que la libertad de expresión es una herramienta indispensable para tales sujetos, sobre todo porque es un elemento esencial 

para su labor, la búsqueda de información. 

 

[…] 
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Por tales razones la porción normativa del artículo 5, fracción XI, en tanto que es restrictiva, debe tildarse de 

inconstitucional, por atentar directamente contra la libertad de expresión. 

 

Adicionalmente este mismo artículo 5, fracción XI, de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, adolece de otro vicio constitucional, al limitar la prohibición a la 

discriminación respecto de la libertad de expresión, ‗por  razones de raza, sexo, orientación sexual, identidad o expresión de 

género, idioma, origen nacional a través de cualquier medio de comunicación.‘, lo que resulta inexacto. 

 

Esto es así en tanto que la porción normativa citada excluye otros aspectos constitutivos de la prohibición de discriminación 

consagrados en el artículo 1 de la Constitución Federal, pues la Ley del Distrito Federal no contempla como  parte de la 

prohibición de discriminación, que en seguida se enuncian: 

 

edad,  

discapacidades,  

condición social,   

condiciones de salud, 

religión,  

opiniones,  

estado civil, 

cualquier otra.  

 

Como consecuencia, el artículo impugnado resulta excluyente, en tanto no abarca una prohibición de discriminación amplia. 

Si bien, resulta casi imposible prever todos los supuestos por los cuales podría configurarse un trato discriminatorio, la 

Constitución Federal resuelve tal situación con la expresión ‗cualquier otra‘  que ampara todos aquellos casos no previstos, 

pero que podrían acontecer por cualquier razón,  procurando de manera efectiva que no se dé lugar a ningún tipo de caso 

discriminatorio. 

 

Lo que no acontece en la norma controvertida, dado que sólo reconoce como hipótesis de discriminación a  la raza, el sexo, 

la orientación sexual, la  identidad, la expresión de género, el idioma o el origen nacional, discrimina a todos aquellos 

supuestos que lamentablemente también podrían configurar discriminación. Es decir, el artículo no sólo excluye los 

mínimos previstos en el texto constitucional, sino que además deja en desprotección a unas personas frente a otras. 

 

SEGUNDO.  EL ARTÍCULO 5, EN LAS FRACCIONES III Y XVII, DE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN INTEGRAL 

DE PERSONAS DEFENSORAS DE  DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS DEL DISTRITO FEDERAL ES 

CONTRARIO A LOS ARTÍCULOS 1, 5, 6 Y 7 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL; 13 DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS; Y 19 DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y 

POLÍTICOS; ASÍ COMO VIOLATORIO DE LOS DERECHOS A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y A LA 

LIBERTAD DE TRABAJO, AL DESPROTEGER A CIUDADANOS QUE DESEAN BUSCAR Y DIFUNDIR 

INFORMACIONES Y OPINIONES. 

 

Las normas señaladas generan una afectación a la libertad de expresión y a la libertad de trabajo, al desproteger a 

ciudadanos que desean buscar y difundir informaciones y opiniones, toda vez que establece requisitos para acreditarse como 

periodista que son innecesarios, injustificados y discriminatorios, y diferencia entre periodista y colaborador periodístico. 

 

La fracción XVII del artículo 5 de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de  Derechos Humanos y 

Periodistas del Distrito Federal propone una definición de periodista que se compone de dos partes, en la primera define que 

periodista es toda persona que hace del ejercicio de la libertad de expresión y/o información su actividad, de manera 

permanente, y enseguida también las define como las personas físicas, cuyo trabajo consiste en recabar, almacenar, generar, 

procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar o proveer información a través de cualquier medio de difusión y 

comunicación que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen, que acrediten experiencia o estudios o en su caso 

título para ejercer el periodismo. 

 

Mientras que la fracción III de la norma apuntada, define como ‗colaboradora o colaborador periodístico‘, a toda persona 

que hace del ejercicio de las libertades de expresión y/o información su actividad principal o complementaria, ya sea de 

manera esporádica o regular, sin que se requiera registro gremial, remuneración o acreditación alguna para su ejercicio. 
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Por lo tanto se advierte que dichas normas son incompatibles con la protección de los derechos humanos pues se generan 

dos categorías para determinar a los ciudadanos que desean buscar y difundir informaciones y opiniones al hacer uso de la 

libertad de expresión, en función de elementos como son la permanencia, experiencia, estudios, título o registro gremial, y 

no lo hace por el uso de la libertad de expresión en sí mismo, por tanto se advierte una trasgresión constitucional por una 

diferenciación innecesaria, injustificada y discriminatoria para la protección del ejercicio de la libertad de expresión al 

generar dos categorías, entre periodista y colaborador periodístico. 

 

[…] 

 

De manera que puede estimarse inconstitucional que la ley exija como un requisito para considerar periodista a una persona 

que además de hacer uso de su libertad de expresión, deba hacerlo de manera permanente y les requiera experiencia, 

estudios o título para ejercer el periodismo, y que al no acreditar tales elementos, y sin dedicarse permanentemente al 

trabajo a que se refiere la Ley, quedaría fuera de los mecanismos de protección que prevé la Ley, lo que llevaría al extremo 

que la calidad de periodista se reconociera en función de requisitos personales que debe el solicitante cumplir y no respecto 

de las autoridades (sic) que realiza, por más que éstas tengan que ver con el ejercicio de la libertad de expresión, lo que 

resulta contrario a lo establecido en la Constitución Federal y en los Tratados Internacionales de que forma parte nuestro 

país. 

 

[…] 

 

En contraste,  las disposiciones combatidas generan una diferenciación injustificada e innecesaria, que redunda en una 

discriminación para la persona que no haga de la libertad de expresión su actividad permanente y que no cumpla los 

requisitos subjetivos de experiencia, estudios o poseer título para ejercer el periodismo sólo será considerado como un 

colaborador periodístico, aunque su actividad sea el ejercicio de la libertad de expresión y/o información. 

 

[…] 

 

En ese sentido puede concluirse que los requisitos de permanencia, experiencia, estudios o título, para considerar a una 

persona periodista así como la categoría de colaborador periodístico, son incompatibles con el artículo 13 de la Convención 

Americana, pues se genera una segunda categoría de ciudadanos que desean buscar y difundir informaciones y opiniones. 

Por ende pueden ser consideradas como restricciones innecesarias al contenido del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos. 

 

[…] 

 

Sin embargo la ley que se impugna genera una diferenciación que además atenta contra la libertad de trabajo, pues se trata 

de condicionar el ejercicio del derecho a la libertad de trabajo como periodista, la cual consagra el artículo 5, primer párrafo, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos… 

 

 

Por ende, se solicita que se invaliden las normas impugnadas al prever la categoría del colaborador periodístico, así como 

los requisitos de permanencia y la exigencia de que se acrediten experiencia o estudios o en su caso título para ejercer el 

periodismo, por ser requisitos innecesarios e injustificados que producen una discriminación violatoria de los derechos a la 

libertad de expresión y a la libertad de trabajo, de los ciudadanos que desean buscar y difundir informaciones y opiniones. 

 

TERCERO. EL ARTÍCULO 39, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN INTEGRAL DE 

PERSONAS DEFENSORAS DE  DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS DEL DISTRITO FEDERAL ES 

CONTRARIO A LOS ARTÍCULOS 1, 6 Y 7 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL; 13 DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS; Y 19 DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y 

POLÍTICOS; ASÍ COMO VIOLATORIO DE LOS DERECHOS A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y AL DERECHO A 

PROMOVER Y PROTEGER DERECHOS HUMANOS. 
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Para el efecto la norma crea distintos tipos de medidas, entre ellas las medidas urgentes, tendientes a resguardar de manera 

inmediata la vida, la integridad y la seguridad así como la libertad de las personas, no obstante el mismo ordenamiento 

prevé un Procedimiento Extraordinario que deriva en ‗Medidas de Protección Urgente‘ con el fin de preservar estos 

derechos.  

 

No obstante lo anterior, en el artículo 39, párrafo tercero, la norma manifiesta que para acreditar el carácter de persona 

defensora, periodista o colaboradora periodística, en la solicitud de medidas, deberá remitirse a la labor que realizan los 

solicitantes para determinar si se configura el ejercicio del derecho a defender los derechos humanos o el de la libertad de 

expresión; criterio que resulta restrictivo pues para ser sujeto de protección del mecanismo, bastaría, de inicio, con la simple 

afirmación del sujeto que se autodefine como periodista o defensor de derechos humanos para que sea sujeto de las medidas 

más indispensables y urgentes de protección, las cuales no se pueden condicionar a la acreditación o evaluación de sus 

labores.  

 

Así, según se advierte del contenido del último párrafo del artículo 39, se aprecia una  connotación discrecional para 

determinar si una persona configura ‗el ejercicio del derecho a defender los derechos humanos o la libertad de expresión‘, lo 

cual carece de criterios objetivos para su determinación, lo que genera discrecionalidad para evaluar la labor de las personas 

solicitantes del mecanismo, y un presupuesto para determinar la procedibilidad de las medidas más indispensables de 

protección y en su caso de medidas de protección urgente, mientras que la determinación de tales medidas debe realizarse 

con base en cada caso en concreto, y teniendo en cuenta sus particularidades, la duración de los efectos físicos y mentales 

generados, sus circunstancias personales, las circunstancias del caso, tales como la agresión potencial, sus efectos y, en 

algunos casos, el género, edad y estado de salud de la víctima. 

 

[…] 

 

De tal forma, puede estimarse como arbitrario por la autoridad, calificar en sentido restrictivo o discrecional, quienes 

ejercen de forma efectiva el derecho a defender derechos humanos o el derecho de libertad de expresión, tomando como 

base su actividad habitual, antes bien es una obligación de los Estados garantizar que toda persona pueda disfrutar de todos 

los derechos, y más aún, proporcionar recursos eficaces a las personas que denuncien haber sido víctimas de una violación 

de los derechos humanos, así como realizar una investigación pronta e imparcial sobre las agresiones o puesta en peligro, 

tanto de defensores de derechos humanos como periodistas, así como adoptar todas las medidas necesarias para garantizar 

su protección frente a toda violencia, amenazas, represalias, discriminación, o cualquier otra acción arbitraria resultante del 

ejercicio legítimo de los derechos mencionados. 

 

Es así que la norma impugnada genera una puesta en riesgo por sus efectos, ya que tratándose de medidas urgentes de 

protección, éstas tienen naturaleza de medidas cautelares, cuyo presupuesto principal es el peligro en la demora, para cuya 

determinación basta el conocimiento superficial respecto de la necesidad de las medidas de protección urgente, el mero 

indicio sobre la existencia de la agresión o situación de riesgo, debe motivar la aplicación de las mismas, lo que implica que, 

para la concesión de la medida, baste el mero dicho del derecho invocado por el defensor o periodista, y no su plena 

acreditación. 

 

[…] 

 

Por lo anterior se reitera, que el otorgamiento de medidas urgentes no debe estar sujeto a ninguna estimación que ponga en 

riesgo a los solicitantes, o bien ejercer un control temporal que durante su tramitación permita la materialización de posibles 

violaciones a derechos humanos o delitos, como se ha dicho, las medidas urgentes responden a una naturaleza precautoria, a 

fin de evitar la consumación,  por tanto, su implementación no debe condicionarse a requisitos de carácter administrativo. 

En este sentido, el único filtro a saber, para su implementación debe ser el principio de proporcionalidad basado en el fin 

legítimo, idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto sentido, a fin de evitar la afectación de un derecho humano. 

 

CUARTO. EL ARTÍCULO 56 DE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN INTEGRAL DE PERSONAS DEFENSORAS DE  

DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS DEL DISTRITO FEDERAL ES CONTRARIO A LOS ARTÍCULOS 1, 14 Y 

16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL; POR SER VIOLATORIO DE LOS DERECHOS A LA SEGURIDAD 

PERSONAL Y JURÍDICA DE LAS PERSONAS QUE HACEN USO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN O 

PROTEGEN DERECHOS HUMANOS. 



22 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 21 de Junio de 2017 

 

 

El aludido numeral 56 establece que las personas beneficiarias del mecanismo de protección de periodistas se podrán 

separar de la medida decretada a su favor en cualquier momento, por el simple hecho de comunicarlo por escrito a la Junta 

de Gobierno, lo cual resulta trasgresor de la seguridad jurídica, toda vez que no requiere siquiera que la autoridad verifique 

que han cesado las causas por las cuales se concedió la protección, que no medie vicio de la voluntad en el acto, ni se pide la 

ratificación personal de dicha solicitud, por lo que no existe la certeza jurídica y se atenta contra la seguridad personal, 

vulnerando los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 

 

[…] 

 

De lo anterior se estima que existe la necesidad, contrario a lo que señala el artículo 56 de la Ley para la Protección Integral 

de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, de que el beneficiario comparezca a 

ratificar el escrito donde se desiste de la protección que brinda el mecanismo, ante la junta de gobierno, en primer término 

para satisfacer el principio de la autonomía de la voluntad y en segundo para que la autoridad se asegure de que no existe 

algún riesgo que ponga en peligro al beneficiario. De tal forma que se evitaría de esta manera que existieran vicios de la 

voluntad, como dolo o simulaciones.   

 

… 

 

De lo que se concluye que la ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del 

Distrito Federal, en su artículo 56 se limita a establecer que bastará que la persona beneficiaria podrá separarse del 

mecanismo, externándolo por escrito a la junta de Gobierno, sin embargo, no precisa la existencia de garantías 

indispensables y necesarias que generen la plena certeza de que efectivamente el beneficiario se considera fuera de riesgo o 

de peligro; lo anterior se traduce en que con tal disposición, el Estado no garantiza el ejercicio de la libre expresión ni el 

ejercicio de los defensores de derechos humanos, ya que la estructura regulatoria de protección permite que ante una 

solicitud, sin ratificación y sin verificación de las condiciones de seguridad, se levanten las medidas originalmente 

impuestas, en perjuicio de los destinatarios.‖ 

 

QUINTO. Admisión. Mediante proveído de Presidencia de diez de septiembre de dos mil quince se ordenó formar y 

registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad presentada y turnarlo a la Ministra Margarita Beatriz 

Luna Ramos. El día once de ese mismo mes y año se admitió a trámite el asunto, se ordenó requerir a las autoridades que 

emitieron la norma impugnada, para que rindieran sus informes de ley, y se acordó dar vista a la Procuradora General de la 

República.  

 

SEXTO. Informe rendido por el Poder Legislativo del Distrito Federal. Leonel Luna Estrada, en su carácter de Presidente de 

la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, rindió el siguiente informe: (Fojas 72 a 132 del 

expediente) 

 

―CONTESTACIÓN AL PRIMER CONCEPTO DE INVALIDEZ. 

 

[…] 

 

… este órgano legislativo manifiesta que, de acuerdo con diversos criterios de nuestro Máximo Tribunal, el legislador no 

tiene la obligación de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se 

entablen entre las autoridades y los particulares, sino que basta con que la Ley contenga los elementos mínimos para hacer 

valer los derechos de los gobernados,  así como las facultades y obligaciones que les corresponden a las autoridades. 

 

En esa línea de consideración, es de afirmarse que el legislador no es omiso en reconocer los aspectos que aduce el 

promovente, lo anterior resulta así, toda vez que de la lectura del artículo 5, fracciones XVII y XIX, de la Ley para la 

Protección Integral de Personas (sic) de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, se desentraña que los actos 

tendientes a hacerse llegar de información, a buscarla, son contemplados en la Ley, en los numerales mencionados,  

 

[…] 
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Por lo antes expuesto, queda completamente esclarecido que el legislador no omite determinar cuál es el contenido del 

derecho de libertad de expresión que busca tutelar la legislación en cuestión, ya que del análisis del artículo 5 citado, en 

relación con los tratados internacionales de los que México es parte, en materia de libertad de expresión, podemos concluir 

que el concepto protegido por ésta consiste en ‗la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, 

sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 

procedimiento de su elección‘, es decir, se protege de manera completa toda la actividad de estos grupos de personas, sin 

excepción alguna. 

 

[…] 

 

En ese orden de ideas, resulta necesario indicar que la protección de la libertad de expresión de los periodistas y Personas 

Defensoras de Derechos Humanos en el Distrito Federal, no se regula únicamente por esta legislación, sino que también 

existe la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, cuyo objeto, se encuentra consagrado 

en su artículo 1º, el cual es del tenor literal siguiente (sic): (Lo transcribe). 

 

[…] 

 

En atención a la facultad de expedir leyes de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, se debe afirmar que dicha 

facultad se encuentra limitada por los mandatos constitucionales y el reconocimiento de derechos humanos desde la 

Constitución y los tratados internacionales suscritos por México, ya que el principio de no discriminación aplica de manera 

transversal a los demás derechos humanos, y cualquier distinción, restricción, exclusión o preferencia en el ejercicio de 

dicho derecho que, además, se encuentre basada en alguna de las categorías prohibidas, constituye una violación del derecho 

citado.  

 

Toda vez que la discriminación puede operar de manera legal o de hecho, por objeto o resultado (directa o indirecta), o a 

través de la omisión de adoptar medidas temporales diferenciadas para responder o evitar perpetuar situaciones de 

discriminación estructural. Máxime que la mera vigencia de una ley puede discriminar directamente a una persona o grupo 

de personas, o bien, puede discriminar indirectamente debido a un impacto diferenciado. 

 

[…] 

 

Por lo que es dable concluir que el artículo 5, fracción XI, de la Ley de (sic) Protección Integral de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos (sic) no restringe la libertad de expresión, pues va encaminada precisamente a regular dicha libertad, 

garantizándola a través de las autoridades,  las cuales deberán aplicar la ley de la manera más favorable, así como a realizar 

un análisis con perspectiva de género y considerando las características de raza, sexo, preferencia y orientación sexual y 

religión, así como las culturales y sociopolíticas, para proteger a los periodistas y personas defensoras de derechos humanos.  

 

Por lo que se concluye que el artículo 5, fracción XI, de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal no vulnera los artículos 1, 6 y 7 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 19 del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos  y 19 de la Declaración de Derechos Humanos. 

 

CONTESTACIÓN AL SEGUNDO CONCEPTO DE INVALIDEZ. 

 

Contrario a lo manifestado por la Comisión Nacional de Derechos Humanos, el artículo 5, fracciones III y XVII, de la Ley 

para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal no viola el 

derecho a la libertad de expresión, pues como anteriormente se transcribieron dichas fracciones, se refieren a lo que se debe 

entender por colaboradora o colaborador periodístico, así como periodista. 

 

Por el primero, debemos entender a toda persona que hace del ejercicio de las libertades de expresión y/o información su 

actividad principal o complementaria, ya sea de manera esporádica o regular, sin que se requiera registro gremial, 

remuneración o acreditación alguna para su ejercicio. 

 

Mientras que por periodista, se debe entender a toda persona que hace del ejercicio de la libertad de expresión y/o 

información su actividad, de manera permanente, cuyo trabajo consiste en recabar, almacenar, generar, procesar, editar,  
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comentar, opinar, difundir, publicar o proveer información a través de cualquier medio de difusión y comunicación que 

puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen, que acrediten experiencia o estudios o en su caso título para ejercer el 

periodismo. 

 

Es importante mencionar que el libre ejercicio de las ideas y el flujo informativo han sido frecuentes en el país durante 

mucho tiempo, sin embargo, el diseño institucional que establece los alcances y los límites de la libertad de expresión revela 

la mayor o menor voluntad política para proteger o desproteger este derecho fundamental, no obstante ello, esta Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal ha garantizado por sus diversos ordenamientos la protección a la libertad de expresión, 

desde la entrada en vigor de la Ley del Secreto Profesional del Periodista del Distrito Federal. 

 

[…] 

 

Sin embargo, el hecho de que la ley haya establecido de manera clara y precisa lo que se debe entender por ―periodista‖ así 

como por ―colaboradora o colaborador periodístico‖, no indica una transgresión a la libertad de expresión pues la ley no 

hace una diferencia injustificada o discriminatoria, como infundadamente lo establece la promovente. 

 

[…] 

 

Como se logra advertir, las fracciones reclamadas como inválidas no transgreden las normas internacionales antes 

transcritas, pues su objetivo es  reconocer el ejercicio de la promoción y defensa de los derechos humanos y del periodismo 

como actividades de interés público, con independencia si se encuentran en la categoría de periodista o de colaborador, 

puesto que la norma promueve, respeta, protege y garantiza sus derechos humanos por igual, sin hacer una diferencia o 

desigualdad. 

 

[…] 

 

Como anteriormente se estableció, la Ley en comento va encaminada a reconocer el ejercicio de la promoción y defensa de 

los derechos humanos y del periodismo como actividades de interés público, por tanto, la ley garantiza los derechos a la 

vida, integridad física, psicológica, moral y económica, libertad y seguridad de las personas defensoras de derechos 

humanos, así como a periodistas y colaboradoras periodísticas, sin que se haga una distinción, o alguno deba acreditar 

ciertos requisitos para poder acceder a los mecanismos. 

 

[…] 

 

Como se logra advertir, del análisis del contenido de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos 

Humanos y Periodistas del Distrito Federal, ningún precepto establece que para poder acceder a un medio de protección a la 

actividad que realizan aquellas personas de libertad de expresión, y que a su vez lo garantiza el ‗Mecanismo‘ como 

organismo público, se requiera acreditar experiencia, estudios o título para ejercer el periodismo, ni siquiera de manera 

indiciaria la ley establece requisitos para poder ser protegido por este ordenamiento. 

 

[…] 

 

En congruencia, con lo anterior, el hecho de que el artículo 5, en sus fracciones III y XVII, de la Ley para la Protección 

Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, establezca lo que se debe entender 

por periodista así como colaborador periodístico, no indica una limitante a la libertad de trabajo. 

 

Pues se ha manifestado, que se hizo una distinción de cada sujeto debido a que algunos se dedican de manera permanente a 

desarrollar dicha actividad, mientras que otras personas lo realizan de manera esporádica, pero ambos realizan el ejercicio 

de la libertad de expresión como su actividad laboral, sea remunerada o no. 

 

Por tanto, no existe violación a la libertad de trabajo pues no se exige ni a los periodistas ni a los colaboradores acreditar 

ciertos requisitos para desarrollar su actividad de libertad de expresión,  pues basta que esta actividad sea lícita, y, en todo 

caso, el ejercicio de esa libertad, sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen derechos de terceros, o 

por resolución gubernativa dictada en los términos que marca la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. 
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CONTESTACIÓN AL TERCER CONCEPTO DE INVALIDEZ. 

 

Como se logra advertir, cualquier persona defensora de derechos humanos, periodista o colaboradora periodística en riesgo 

con motivo del ejercicio de su actividad, podrá acceder a las medidas y acciones que establezca el Mecanismo para la 

Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. 

 

[…] 

 

Sin embargo, las autoridades no actuarán de manera discrecional o arbitrariamente por el hecho de ser defensor de derechos 

humanos o por aquél que ejerza la libertad de expresión, pues como anteriormente se estableció, la Dirección, órgano 

integrante del Mecanismo para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del 

Distrito Federal realizará el Estudio de Evaluación de Riesgo, en el cual se realiza un análisis de los factores que determinan 

el grado de riesgo en el que se encuentra la persona peticionaria o potencial beneficiaria, las Medidas Preventivas o las 

Medidas de Protección y el Plan de Protección, pero no se da una mayor protección por ser defensor de derechos humanos o 

realizar la actividad de libertad de expresión, éstos son factores que identificarán a la persona, pero no son base para que el 

organismo público garantice su protección. 

 

CONTESTACIÓN AL CUARTO CONCEPTO DE INVALIDEZ. 

 

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contempla la garantía de seguridad jurídica, la 

cual no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular 

cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos 

mínimos para hacer valer el derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades, 

lo que explica que existen trámites o relaciones que por su simplicidad o sencillez, no requieren de que la ley pormenorice 

un procedimiento detallado para ejercer el derecho correlativo. 

 

[…] 

 

De acuerdo a lo anterior, si la persona beneficiaria decide separarse del mecanismo de protección, retrotrayendo las cosas al 

estado en que se encontraban hasta antes de iniciarse estos, el legislador local determinó que en aras de dar seguridad 

jurídica a las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, el contenido del precepto legal impugnado prevé 

terminantemente que sea sólo el beneficiario quien determine, mediante escrito dirigido a la Junta de Gobierno, el momento 

en el que  sea su deseo separarse de los mecanismos de protección. Pues si la solicitud de separación de los mecanismos 

fuera presentada por un tercero, familiar u otra persona que actúe en representación del beneficiario, evidentemente, la 

persona beneficiaria al igual que en el supuesto antes descrito en el artículo 39 de la Ley de (sic) Protección Integral de 

Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, deberá otorgar su consentimiento derivado de 

la trascendencia de sus efectos, debiendo la Junta de Gobierno cerciorarse de que efectivamente es voluntad del beneficiario 

abdicar en su pretensión. 

 

No obstante lo anterior, el hecho de que el legislador determinara que sólo basta el escrito por el cual el beneficiario desea 

separarse del mecanismo de protección, no torna la norma inconstitucional per se, pues como ya ha quedado manifestado la 

seguridad jurídica versa en que la ley no ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una 

de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para 

hacer valer el derecho del gobernado, para que sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades. 

 

[…] 

 

Finalmente, es importante hacer mención que en ninguna parte de la Ley para la Protección Integral de las (sic) Personas 

Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal se advierte que una vez el beneficiario haya 

manifestado mediante el escrito correspondiente a la Junta de Gobierno que es  su deseo ya no formar parte de los 

mecanismos de protección, y la Junta haya respetado su voluntad; en caso de suscitarse nuevamente alguna circunstancia 

que ponga en peligro la integridad física o bien la vida de los Defensores de Derechos Humanos o Periodistas así como la de 

sus familiares, éstos podrán solicitar tantas veces sea necesario la protección del Estado mediante los mecanismos que se 

establecen en la presente Ley, por tanto, y en razón de lo antes expuesto por este Órgano Legislativo, es claro que no se 

veda en lo absoluto la garantía de seguridad jurídica.‖ 
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SÉPTIMO. Informe rendido por la Dirección General de Servicios Legales del Gobierno del Distrito Federal. Vicente 

Lopantzi García, en su carácter de Director General de Servicios Legales del Gobierno del Distrito Federal y en 

representación del Jefe del Gobierno del Distrito Federal, Miguel Ángel Mancera Espinosa rindió el siguiente informe: 

(Fojas 228 a 229 del expediente). 

 

―La promulgación del Decreto se efectuó, para su debida publicación y observancia, en cumplimiento de lo dispuesto por 

los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. 

 

En consecuencia, la intervención del Jefe de Gobierno del Distrito Federal en el proceso legislativo respectivo se encuentra 

apegada a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y al Estatuto de Gobierno del Distrito Federal.‖ 

 

OCTAVO. Intervención de la Procuradora General de la República. No emitió opinión en el presente caso. 

 

NOVENO. Cierre de instrucción. Recibidos los alegatos de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, mediante 

proveído de diecinueve de octubre de dos mil quince se decretó el cierre de la instrucción (foja 258 de autos). 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la 

presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso g), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, toda vez que en ella se plantea la posible contravención a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos por una norma de carácter general.  

 

SEGUNDO. Oportunidad. La acción de inconstitucionalidad fue presentada oportunamente. 

 

El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos dispone que el plazo para la presentación de la acción de inconstitucionalidad será de treinta días 

naturales, y el cómputo respectivo deberá hacerse a partir del día siguiente al en que se hubiere publicado la norma 

impugnada.  

 

De conformidad con lo anterior, el cómputo inició el once de agosto de dos mil quince y venció el nueve de septiembre de 

dos mil quince, ya que las normas reclamadas fueron publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el diez de agosto 

de dos mil quince. 

 

Si la demanda se presentó ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, el nueve de septiembre de dos mil quince, se debe concluir que la acción de inconstitucionalidad fue promovida 

oportunamente, tal como aquí se demuestra. 

 

TERCERO. Legitimación. La acción de inconstitucionalidad fue presentada por parte legítima. 

 

Legitimación en la causa. El artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Federal faculta a la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos para promover ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación acciones de inconstitucionalidad 

en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal (ahora Ciudad de México), así como tratados 

internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos 

humanos consagrados en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte.  

 

La presente acción de constitucionalidad es promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en contra de los 

artículos 5, fracciones III, XI y XVII; 39, tercer párrafo, y 56 de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras 

de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el diez de 

agosto de dos mil quince. 
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Por lo anterior, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 

constitucional, aplicable en términos del diverso 59 de la propia ley, la Comisión promovente cuenta con legitimación, pues 

impugna disposiciones de carácter general contenidas en una ley local, que estima contrarias a la Constitución Federal, pues 

plantea, entre otras, violaciones a los derechos humanos a la libertad de expresión, a la libertad al trabajo, al derecho a 

promover y proteger los derechos humanos, al derecho de seguridad personal y jurídica de las personas que hacen uso de la 

libertad de expresión.  

De ese modo, bastará con la expresión de los conceptos de invalidez en los que se expongan violaciones a la norma 

fundamental, para que se esté en aptitud de considerar que se materializa el supuesto de legitimación previsto en el artículo 

105, fracción II, inciso g) constitucional. 

 

En consecuencia, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos está legitimada para promover la presente acción en 

tanto que se plantean violaciones a derechos humanos y se cuestiona el apego de las normas impugnadas a la ley 

fundamental. 

 

Legitimación en el proceso. Por su parte, el artículo 15, fracciones I y XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos disponen lo siguiente: 

 

―ARTICULO 15.- El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

 

 Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; 

 

… 

 

Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como 

de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por  el Senado de la República, que vulneren los 

derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y, 

…‖ 

 

Consta a fojas 49 del expediente de la presente acción de inconstitucionalidad, copia certificada del oficio DGPL-1P3A.-

4858 de trece de noviembre de dos mil catorce, por medio del cual el Pleno del Senado de la República eligió a Luis Raúl 

González Pérez como Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos para el periodo comprendido del 2014-

2019. 

 

En consecuencia, toda vez que quien promovió la demanda es el Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos, se debe colegir que dicho funcionario tiene legitimación activa en el proceso para ejercitar la acción de 

inconstitucionalidad de mérito. 

 

Al no existir causas de improcedencia que ameriten pronunciamiento por parte de este Tribunal, lo conducente es realizar el 

estudio de la cuestión de fondo.  

 

CUARTO. Análisis del primer concepto de invalidez, relativo a  la inconstitucionalidad del artículo 5, fracción XI. 

 

En este apartado la promovente aduce que la norma es contraria al texto de los artículos 1 y 7 de la Constitución General y 

13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ya que no reconoce el ―buscar y recibir información‖ como parte 

de la libertad de expresión. 

 

Agrega que el artículo es  excluyente, pues no abarca una prohibición de discriminación amplia. La Constitución Federal 

contiene la expresión ―cualquier otra‖  que ampara todos los casos no previstos,  procurando de manera efectiva que no se 

dé lugar a ningún tipo de  discriminación. Lo que no acontece en la norma controvertida, ya que sólo reconoce como 

hipótesis de discriminación a  la raza, el sexo, la orientación sexual, la  identidad, la expresión de género, el idioma o el 

origen nacional, sin incluir todos aquellos supuestos que  podrían configurar discriminación. 

 

Es decir, el artículo no sólo excluye los mínimos previstos en el texto constitucional, sino que además deja en desprotección 

a unas personas frente a otras. 

 

El texto de la norma que aquí se impugna es del tenor siguiente: 
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―Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

… 

 

Libertad de expresión: Es el derecho humano que tiene toda persona para difundir y publicar ideas u opiniones de toda 

índole, ya sea de forma personal o colectiva, sin que sea objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa o limitada 

directa o indirectamente, ni discriminada por razones de raza, sexo, orientación sexual, identidad o expresión de género, 

idioma, origen nacional a través de cualquier medio de comunicación.‖ 

 

Tal disposición debe declararse inválida. 

 

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de treinta de junio del dos mil dieciséis resolvió la acción de 

inconstitucionalidad 87/2015 promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de diversas 

disposiciones de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y  Periodistas del Estado de 

Quintana Roo; y, en relación con el artículo 3, fracción VI, que establece la definición de libertad de expresión determinó lo 

siguiente: 

 

―Ahora bien, no obstante lo manifestado por la Comisión actora y visto el contenido del artículo impugnado, se estima, con 

fundamento en el artículo 71, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que existe un diverso motivo para declarar la invalidez del precepto 

impugnado.  

 

Este Tribunal Pleno al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 75/2015, reafirmó el reconocimiento que subsiste respecto 

a los diversos órdenes jurídicos en el sistema legal mexicano, señalando que cada uno de ellos cuenta con asignaciones 

competenciales propias que, por lo general, son excluyentes entre sí, contando con autonomía para su ejercicio a cargo de 

las autoridades correspondientes.  

 

En particular, se señaló que en el orden jurídico Estatal, la materia sustantiva sobre la cual las autoridades locales tienen 

autonomía funcional ‗se obtiene por exclusión de las atribuciones consagradas expresamente en favor de la Federación por 

la Constitución General, atento a la regla prevista en el artículo 124‘, de lo que se sigue que si bien el régimen regulador de 

la unión de los Estados federales reconoce la existencia de entidades federativas con libertad de autodeterminación en 

cuanto hace a su régimen interno, lo cierto es que resulta menester que el ejercicio de la autonomía estatal respete las 

prevenciones de la Constitución Federal. 

 

De esta manera, debe ser la propia Carta Magna el documento que detalle el campo de atribuciones que tiene la Federación 

y cada una de las entidades federativas, situación que se ve cumplida, de modo general, con lo consagrado en su artículo 

124, cuyo ejercicio, aunque autónomo y discrecional, deberá respetar los postulados de la Constitución Federal.  

 

Así, una interpretación armónica de los artículos 40, 41 y 124 constitucionales lleva a concluir, como premisa, que las 

entidades federativas tendrán plena autonomía para que, sin transgredir los principios establecidos en la Constitución, 

resuelvan con libertad en las materias que la propia Carta Magna les ha reservado competencia. 

 

Adicionalmente, se reconoció en dicho precedente, que el orden jurídico constitucional establece, en su aspecto orgánico, el 

sistema de competencias al que deberán ceñirse la Federación, Estados y Municipios, y en su parte dogmática, los derechos 

humanos en favor de los gobernados que deben ser respetados, sin distinción, por las autoridades de estos órdenes de 

acuerdo con lo dispuesto por el artículo 1º constitucional.  

 

En esta tesitura, el orden jurídico constitucional además de establecer las reglas funcionales de las autoridades de los demás 

órdenes normativos, tiende a preservar la regularidad en dicho ejercicio, mandando que se lleve a cabo dentro del marco de 

las atribuciones establecidas, sin rebasar los principios rectores previstos en la Constitución Federal.  

 

Por otro lado, en cuanto a la posibilidad de que los Estados puedan legislar respecto a los derechos humanos de fuente 

constitucional, este Tribunal Pleno ha sostenido que los órdenes jurídicos locales emanan del orden jurídico constitucional, 

del cual deriva que el contenido y sentido interpretativo de los derechos humanos garantizados localmente, si bien cuentan 

con un espacio de movilidad para la deliberación, no deben afectar el contenido esencial de los derechos humanos 

reconocidos en la norma suprema.   
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Estas consideraciones llevan a este Tribunal Pleno a reconocer la posibilidad de que el legislador estatal de acuerdo con sus 

respectivas atribuciones competenciales, pueda desarrollar o incluso ampliar el contenido de un derecho humano previsto en 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales que contengan disposiciones de 

derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte.  

 

Sin embargo, esta facultad no implica que las legislaturas estatales puedan introducir en sus respectivas leyes, definiciones 

específicas respecto a un derecho humano reconocido en algún ordenamiento de fuente constitucional, pues con ello se 

pretende contextualizar la naturaleza de este mismo, no obstante que el contenido y alcance del derecho ya se encuentra 

tutelado y delimitado por la propia norma suprema de la cual dimana, pudiendo solo restringirse en los casos y condiciones 

que la propia Constitución establezca de acuerdo con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 1º de la Constitución 

Federal . 

 

Además, dadas las características normativas de los derechos fundamentales, se estima que su contenido no puede 

encuadrarse a una regla específica como la que se pretende introducir con una definición, pues estos se representan 

primeramente a través de principios o mandatos de optimización y no así por reglas concretas que limitan el margen de 

aplicación de una norma a supuestos determinados, constituyendo nuevas maneras en que un ordenamiento así como las 

autoridades que se encarguen de velar por su promoción, respeto, protección y garantía, tengan que evaluar para su 

ejercicio.  

 

En esta tesitura, este Tribunal Pleno considera que el legislador estatal carece de competencia para establecer definiciones 

de derechos humanos que son reconocidos por la norma suprema, ya que al derivar del orden constitucional, su contenido y 

alcance no resultan disponibles para las entidades federativas, pues de lo contrario se desnaturalizaría su función normativa, 

jerárquica, universal y de contenido superior respecto al resto de las normas del orden jurídico.  

 

Así, resulta evidente que el órgano legislativo del Estado de Quintana Roo excedió sus facultades al pretender introducir una 

definición del derecho de ‗libertad de expresión‘ en el artículo 3, fracción VI, de la Ley para la Protección de Personas 

Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Estado de Quintana Roo, ya que con independencia de que ésta sea 

delimitada para los efectos de dicho ordenamiento, la definición sustituye la facultad del constituyente para reconocer y 

dotar de contenido a un derecho humano que se encuentra tutelado principalmente en los artículos 6 y 7 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos , 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  y 19 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos.   

 

Por lo anterior, este Tribunal Pleno concluye que se debe declarar la invalidez de la fracción VI, del artículo 3, de la Ley 

para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Estado de Quintana Roo.‖ 

 

Así, este Tribunal Pleno concluyó que el legislador carece de competencia para establecer definiciones de derechos 

humanos que son reconocidos por la Norma Suprema, ya que al derivar del orden constitucional, su contenido y alcance no 

resulta disponible para las entidades federativas, pues de lo contrario se desnaturalizaría su función normativa, jerárquica, 

universal y de contenido superior respecto al resto de las normas del orden jurídico.  

 

En virtud de lo anterior, es evidente que la fracción XI del artículo 5º. de la Ley para la Protección Integral de Personas 

Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal adolece del mismo vicio de inconstitucionalidad que el 

artículo 3, fracción VI, de la Ley analizada en la acción de inconstitucionalidad 87/2015, en tanto que también establece la 

definición de ―libertad de expresión‖, lo que demuestra que el órgano legislativo del entonces Distrito Federal, excedió sus 

facultades, ya que con independencia de que ésta sea delimitada para los efectos de dicho ordenamiento, la definición 

sustituye la facultad del constituyente para reconocer y dotar de contenido a un derecho humano que se encuentra tutelado 

principalmente en los artículos 6 y 7 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 13 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

 

En consecuencia, lo procedente es declarar la invalidez de la fracción XI del artículo 5 de la Ley para la Protección Integral 

de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, con base en el precedente aquí invocado. 

  

QUINTO. Análisis del segundo concepto de invalidez, relativo a  la inconstitucionalidad del artículo 5, fracciones III y 

XVII. 
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Argumenta la parte actora que las fracciones del artículo impugnado  contravienen lo dispuesto en los artículos 1, 5, 6, y 7 

de la Constitución; 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 19 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, al desproteger a ciudadanos que desean buscar y difundir informaciones y opiniones. 

 

Las normas  generan una afectación a la libertad de expresión y a la libertad de trabajo, al desproteger a ciudadanos que 

desean buscar y difundir informaciones y opiniones, ya que establece requisitos para acreditarse como periodista que son 

innecesarios, injustificados y discriminatorios, y distingue entre periodista y colaborador periodístico. 

 

Los requisitos de permanencia, experiencia, estudios o título, para considerar a una persona periodista, así como la categoría 

de colaborador periodístico, son incompatibles el artículo 13 de la Convención, pues se genera una segunda categoría de 

ciudadanos que desean buscar y difundir informaciones y opiniones. 

 

Es infundado el concepto de invalidez propuesto. 

 

El texto de las fracciones impugnadas es el siguiente: 

 

―Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

(…) 

 

Colaboradora o colaborador periodístico: Toda persona que hace del ejercicio de las libertades de expresión y/o información 

su actividad principal o complementaria, ya sea de manera esporádica o regular, sin que se requiera registro gremial, 

remuneración o acreditación alguna para su ejercicio. 

 

(…)  

 

Periodista: Toda persona que hace del ejercicio de la libertad de expresión y/o información su actividad, de manera 

permanente. Las personas físicas, cuyo trabajo consiste en recabar, almacenar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, 

difundir, publicar o proveer información a través de cualquier medio de difusión y comunicación que puede ser impreso, 

radioeléctrico, digital o imagen, que acrediten experiencia o estudios o en su caso título para ejercer el periodismo.‖ 

 

En la exposición de motivos de la Ley se señalaron, entre otros, como objetivos de la misma: 

 

―I. Reconocer el ejercicio de la promoción y defensa de los derechos humanos y el ejercicio del periodismo como 

actividades de interés público y por lo tanto el Estado debe de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos vinculados a ello. 

Garantizar los derechos a la vida, integridad física, psicológica, moral y económica, libertad y seguridad de las personas 

defensoras de derechos humanos, periodistas y colaboradoras periodísticas en el Distrito Federal, cuando se encuentran en 

riesgo con motivo del ejercicio de su actividad, con la finalidad de garantizar las condiciones para continuar ejerciéndola; 

así como salvaguardar los mismos derechos y bienes de los familiares y personas vinculadas a los periodistas, colaboradores 

periodísticos o defensores de derechos humanos y todas aquellas señaladas en el artículo 40 de la presente Ley…‖ 

 

Asimismo, se señaló que la iniciativa de ley obedeció a diversas recomendaciones de organismos internacionales que 

observaron que en México el derecho a libertad de expresión enfrenta impedimentos para su ejercicio, principalmente por 

actos de violencia e intimidación que sufren los y las periodistas, colaboradores periodísticos, así como los defensores de 

derechos humanos, los cuales tienen efectos que generan zozobra y autocensura, obstaculizan la igualdad y privan a la 

sociedad en general de su derecho de estar informada. 

 

Por lo tanto, los organismos demandaron la creación de un marco legal que diera certeza sobre las obligaciones que guardan 

las autoridades para salvaguardar la vida, integridad física, psicológica, moral, económica, libertad y seguridad. 

 

En consideración a ello, se emitió la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 

Periodistas del Distrito Federal, cuyos sujetos de protección son precisamente: los periodistas, colaboradores periodísticos y 

defensores de derechos humanos (hombres y mujeres indistintamente). 



21 de Junio de 2017 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 31 

 

 

El objeto de la ley y su acotamiento no vulneran los derechos de la libertad de expresión ni de trabajo, dado que nada 

prohíbe que una norma esté destinada a proteger a cierto grupo que, con motivo de las actividades que realiza (buscar, 

recibir y transmitir información), es considerado como vulnerable a las violaciones de derechos humanos. 

 

En ese sentido, la aplicación de normas dirigidas en forma especial o concreta para los gobernados que pertenecen a un 

gremio particular o diferente de los miembros de la comunidad mayoritaria puede manifestarse en diferentes ámbitos, pues a 

través de ellas se busca garantizar la protección a un grupo específico, todo dependerá del tipo de la relación jurídica, 

actividades o lugar en el que se desarrollan sus sujetos beneficiarios. 

 

La determinación de los sujetos protegidos por la norma tampoco vulnera la libertad de trabajo, pues la ley no hace una 

diferencia injustificada o discriminatoria; máxime que, al observarse que en la definición de ―periodista‖, si bien establece 

como requisito para su protección, entre otros, la del ejercicio de la libertad de expresión e información como actividad 

permanente y que se acredite experiencia, estudios o título profesional, todos aquéllos que no estén bajo este supuesto 

normativo encuentran abrigo a la luz del concepto de ―colaborador periodístico‖, quienes igualmente hacen ejercicio de 

dichas libertades pero de manera esporádica y/o regular, sin registro gremial, remuneración o acreditación alguna o incluso, 

sin tener el carácter de periodista o colaborador. 

 

Esta determinación encuentra sustento, además, en lo sostenido por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver 

la citada acción de inconstitucionalidad 87/2015, en la parte correspondiente al análisis de la porción normativa  de 

―permanencia‖ del artículo 3, fracción XII, de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 

Periodistas del Estado de Quintana Roo, que establece la definición de periodista. 

 

Al respecto, se concluyó: 

 

―La definición que se otorga en este ordenamiento resulta de suma trascendencia, pues, cabe recordar que éste tiene por 

objeto garantizar la protección de toda persona natural o jurídica que se encuentre en riesgo por dedicarse a la promoción 

y/o defensa de los derechos humanos o al ejercicio del periodismo, acorde con lo dispuesto en el artículo 1º de esta ley. 

 

De tal forma que la falta de inclusión de cualquier persona bajo esta definición, impediría su acceso a los mecanismos de 

protección de derechos que se establecen a través de este ordenamiento. 

 

Ahora bien, del precepto referido, se advierten dos vertientes para la definición de periodista. Una primera, en la cual se 

hace mención a toda persona que hace del ejercicio de la libertad de expresión su actividad de manera permanente y una 

segunda que comprende a personas físicas que realizan ciertas actividades y requieren protección ante los riesgos que 

conlleva su labor profesional.  

  

Así entonces, analizando el precepto que es objeto de impugnación en la presente acción, este Tribunal Pleno considera que 

dicha norma permite una interpretación acorde al texto constitucional.  

 

Contrario a lo sostenido por la parte actora, la característica de permanencia no plantea una restricción innecesaria, 

injustificada o discriminatoria, ni implica que se determine al periodista bajo un concepto que no incluya a todas aquellas 

personas que deseen buscar y difundir informaciones y opiniones al hacer uso de la libertad de expresión. Esto es así, dado 

que la definición que se otorga de periodista no hace referencia de manera exclusiva a la permanencia en el ejercicio como 

una característica para que cualquier sujeto encuadre en este supuesto, sino que este es simplemente uno de varios aspectos 

que se pueden considerar para definir a un periodista, dado que el segundo enunciado de esta fracción prevé otras 

características que también pueden resultar aplicables.  

 

Así, de la propia lectura del precepto tampoco se advierte que la característica de permanencia, tenga que satisfacerse 

adicionalmente a otro requisito, sino que estos se prevén de manera aislada. 

 

De forma que a juicio de este Tribunal Pleno, basta con que se actualice cualquiera de los dos supuestos previstos en 

cualquiera de los enunciados de esta disposición, para que se pueda considerar a alguna persona como periodista. Es decir, 

basta que se trate de una persona que haga de la libertad de expresión y/o información su actividad, de manera permanente 

con o sin remuneración (supuesto previsto en el primer enunciado) o bien, que se trate de una persona física que cumpla con 

cualquiera de las características referidas en el segundo enunciado.  
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Aunado a lo anterior, en relación con la definición de los sujetos beneficiarios de mecanismos de protección de periodistas y 

defensores de derechos humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ha manifestado que existen ciertos 

elementos que resultan necesarios para que los programas de protección especializados en la protección de periodistas y 

trabajadores de medios y defensores de derechos humanos sean efectivos.  

 

Entre ellos, destaca, que es necesario que exista una adecuada definición de los potenciales beneficiarios de este tipo de 

mecanismos, señalando que la calidad de defensora y defensor de derechos humanos se debe determinar de acuerdo a las 

acciones realizadas por la persona y ‗no otras calidades, como por ejemplo, si ésta recibe un pago o no por sus labores, o 

bien, si defiende determinado tipo de derechos‘, consideraciones que resultan también aplicables para la protección de 

periodistas y medios de comunicación, de acuerdo con la propia Comisión.  

 

Visto lo anterior, este Tribunal Pleno considera que la definición proporcionada por el legislador del Estado de Quintana 

Roo es congruente con estos parámetros, pues en ella también se hace mención de forma amplia a las acciones realizadas 

por la persona tales como ‗almacenar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir‘, así como, a través de cualquier 

medio de difusión y comunicación. De esta manera, se considera que la característica de permanencia para definir a un 

periodista a fin de que se le otorguen las medidas previstas por la propia ley, abunda entre otra serie de características 

previstas ampliamente en la propia fracción XII, del artículo.  

 

Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo en la Opinión Consultiva 8/85 de Colegiación Obligatoria 

de Periodistas, que el periodista profesional, es una persona que ha decidido ejercer la libertad de expresión de modo 

‗continuo, estable y remunerado‘.  

 

En esa tesitura, se puede advertir que el elemento de ‗permanencia‘ que se introduce en el precepto impugnado y que el 

Diccionario de la Real Academia Española define como ‗duración firme, constancia, perseverancia, estabilidad, 

inmutabilidad‘, coincide plenamente con el propio concepto que utiliza la Corte Interamericana en dicho precedente, por lo 

que tal característica resultaría válida acorde con los parámetros definidos en la jurisprudencia de este tribunal internacional.  

 

No obstante lo anterior, cabe destacar que la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado que resulta 

indispensable que los medios de comunicación tengan aseguradas las condiciones para albergar las más diversas 

informaciones y opiniones, y en particular respecto a la protección de periodistas, ha considerado que los Estados deben 

adoptar las medidas de protección necesarias para evitar los atentados a la vida e integridad de los periodistas, por lo que es 

evidente que la definición de periodista que se da en la citada opinión consultiva, debe entenderse en un contexto amplio de 

protección a esta profesión, lo que también resulta acorde al contenido del artículo 29 de la propia Convención Americana 

de Derechos Humanos.    

 

En este mismo sentido, resulta relevante lo señalado por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el cual 

en su Observación General Número 34, ha reconocido que en la función periodística participan una amplia variedad de 

personas, como analistas y reporteros profesionales y de dedicación exclusiva, autores de blogs y otros que publican por su 

propia cuenta en medios de prensa, en internet o en otros medios, además de señalar la necesidad de que los Estados 

adopten medidas eficaces de protección contra los ataques destinados a quienes ejerzan su derecho a la libertad de 

expresión.  

 

De tal forma que resulta patente la necesidad de una definición que abarque los distintos y cambiantes modos con los que se 

ejerce esta actividad, que permita acceder a aquellos que ejercen su derecho a la libertad de expresión a través del 

periodismo a los mecanismos de protección que ofrece el presente ordenamiento, lo que de suyo realiza la fracción 

impugnada al orientar la definición de periodista también hacia las actividades y funciones que se realizan en esta profesión.  

 

Conforme a lo anterior, este Tribunal Pleno considera que la definición de periodista determinada por el legislador del 

Estado de Quintana Roo, es constitucional siempre y cuando se entienda que, el requisito de permanencia, constancia o 

estabilidad en la actividad, que prevé el primer enunciado del precepto impugnado, no es el único requisito que se debe 

verificar por la autoridad para efecto de definir quién puede solicitar los mecanismos de protección que prevé la ley, sino 

que se debe atender también a las características delimitadas en el segundo enunciado de este precepto, en el entendido de 

que basta con que se satisfaga cualquiera de las modalidades previstas en alguno de los enunciados normativos, para que se 

le pueda considerar como periodista a la persona que solicite cualquiera de los mecanismos de protección que prevé este 

ordenamiento.  
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Asimismo, debe entenderse que la falta de verificación de alguna de esas características, no exime a la autoridad de realizar 

todas aquellas diligencias pertinentes, distintas a las reconocidas en este ordenamiento, para la protección de cualquier 

persona que manifieste haber sufrido una agresión o estimar encontrarse en una situación de riesgo al hacer uso de su 

libertad de expresión.‖      

 

El concepto de periodista que se analiza en la presente acción de inconstitucionalidad tiene esencialmente los mismos 

elementos del que se analizó en la acción de inconstitucionalidad 87/2015, lo que permite estar en posibilidad de determinar 

su constitucionalidad, como se observa a continuación: 

 

Artículo 3, fracción XII, de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del 

Estado de Quintana Roo. 

 

Artículo 5 de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito 

Federal 

 

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

(…)  

 

XII. Periodista: Toda persona que hace del ejercicio de la libertad de expresión y/o información su actividad, de manera 

permanente con o sin remuneración. Las personas físicas, así como los medios de comunicación y difusión públicos, 

comunitarios, privados, independientes, universitarios, experimentales o de cualquier otra índole cuyo trabajo remunerado o 

no, consiste en recabar, almacenar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar o proveer información a 

través de cualquier medio de difusión y comunicación que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen, y que 

requiere garantías para ser protegida o protegido ante los riesgos que conlleva su labor profesional. 

 

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

(…) 

 

XVII. Periodista: Toda persona que hace del ejercicio de la libertad de expresión y/o información su actividad, de manera 

permanente. Las personas físicas, cuyo trabajo consiste en recabar, almacenar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, 

difundir, publicar o proveer información a través de cualquier medio de difusión y comunicación que puede ser impreso, 

radioeléctrico, digital o imagen, que acrediten experiencia o estudios o en su caso título para ejercer el periodismo.‖ 

 

La comparación entre ambos preceptos permite reafirmar que la definición de periodista que prevé la fracción XVII del 

artículo 5º. de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito 

Federal es constitucional; pues conforme a la interpretación consistente en que, dentro del concepto de periodista, se ubican 

incluso, las personas que satisfagan cualquiera de las modalidades previstas en alguno de los enunciados normativos de la 

fracción III del mismo numeral, para que se les puedan considerar como periodista, a efecto de que estén en posibilidad de 

solicitar  cualquiera de los mecanismos de protección a que se refiere la ley que aquí se analiza. 

 

Lo anterior, lejos de generar incompatibilidad entre ambas fracciones, en tanto que en un caso se establece como requisito 

ser agremiado, genera un concepto inclusivo para todas las personas que hagan de la libertad de expresión y/o información, 

su actividad; con independencia de que sea permanente o esporádica, principal o complementaria, de forma independiente o 

gremial, remunerada o no.  

 

Consecuentemente, se reconoce la validez de las fracciones III y XVII del artículo 5 de la Ley para la Protección Integral de 

Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. 

 

SEXTO. Análisis del tercer concepto de invalidez, relativo a  la inconstitucionalidad del artículo 39, párrafo tercero. 

 

Sostiene la inconforme que el precepto es contrario a los artículos 1, 6, y 7 de la Constitución Federal; 13 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, pues para acreditar el  

 



34 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 21 de Junio de 2017 

 

carácter de persona defensora, periodista o colaboradora periodística, en la solicitud de medidas, deberá remitirse a la labor 

que realizan los solicitantes para determinar si se configura el ejercicio del derecho a defender los derechos humanos o el de 

la libertad de expresión; criterio que resulta restrictivo, pues bastaría con la simple afirmación del sujeto que se autodefine 

como periodista o defensor de derechos humanos para que sea sujeto de las medidas más indispensables y urgentes de 

protección. 

  

La norma genera una puesta en riesgo por sus efectos, ya que tratándose de medidas urgentes de protección, éstas tienen 

naturaleza de cautelares, cuyo presupuesto principal es el peligro en la demora, para cuya determinación basta el 

conocimiento superficial respecto de la necesidad de tales medidas; el simple indicio sobre la existencia de la agresión o 

situación de riesgo debe motivar su aplicación. Basta el dicho del defensor o periodista, y no su plena acreditación. 

 

Es infundado el argumento, pues de manera contraria a lo que afirma la accionante, el hecho de que la ley establezca como 

requisito para otorgar las medidas de protección acreditar  (no sólo manifestar) el carácter de periodista, colaborador 

periodístico o persona defensora de derechos humanos, no vulnera los derechos de igualdad, la no discriminación, libertad 

de expresión ni el derecho a la información, ni constituye un requisito que obstaculice la obtención de la medida, ya que la 

propia ley precisa que para acreditar el carácter con el que se acude ―bastará remitirse a la labor que realizan‖. 

 

El texto del precepto reclamado, es el siguiente: 

 

―Artículo 39.- La solicitud para el otorgamiento de medidas deberá ser realizada por la persona peticionaria, salvo que ésta 

se encuentre impedida por alguna causa, en cuyo caso, podrá ser presentada a su nombre por familiares, terceras personas, 

alguna organización que la represente o cualquier autoridad que tenga conocimiento de la situación de riesgo. Una vez que 

desaparezca el impedimento, la persona beneficiaria deberá otorgar su consentimiento. 

 

La solicitud será presentada por escrito, por comparecencia o cualquier otro medio idóneo ante la Dirección. Cualquier 

integrante del Consejo de Evaluación de Medidas podrá recibir la solicitud y la canalizará inmediatamente a la Dirección del 

Mecanismo quién dará el trámite correspondiente. 

 

Para acreditar el carácter de persona defensora, periodista o colaboradora periodística, baste remitirse a la labor que realizan 

para determinar si configura el ejercicio del derecho a defender los derechos humanos o el de la libertad de expresión.‖ 

 

La ley impugnada, en el capítulo VIII (artículos 44 al 56), establece varios tipos de medidas, a saber:  

 

Medidas preventivas que pueden consistir en: instructivos, manuales, cursos de autoprotección individuales y/o colectivos, 

acompañamiento de personas defensoras de derechos humanos, periodistas y colaboradoras periodísticas, actos de 

reconocimiento y otros que se consideren pertinentes. 

Medidas de protección y de protección urgente que incluyen: números telefónicos de jefes policiacos de la Secretaría de 

Seguridad Pública o Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, código de visita domiciliaria, documentación de 

las agresiones o incidentes de seguridad, seguimiento a los avances de investigación de la denuncia penal interpuesta por la 

persona beneficiaria, protocolos de seguridad individuales, escolta, entrega de equipo celular o radio, instalación de 

cámaras, puertas, cerraduras, luces u otras medidas de seguridad en las instalaciones de un grupo o una persona, chalecos 

antibalas, detector de metales, autos blindados, atención psicosocial y otras que se consideren pertinentes. 

 

Medidas de carácter social, que incluyen apoyos para hospedaje, vivienda, alimentación, gestiones ante la autoridad 

educativa, sanitaria y laboral correspondiente, a fin de que las personas se refugien en el Distrito Federal. 

 

Las medidas de protección que otorga la ley son concretas y buscan prevenir y proteger a determinados sujetos: periodistas, 

colaboradores periodísticos y defensores de derechos humanos en el Distrito Federal, ahora Ciudad de México. 

 

En el Dictamen a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se expidió la ley impugnada, presentado por la Comisión 

de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ahora Ciudad de México), se precisó que su objetivo 

es reconocer el ejercicio de la promoción y defensa de los derechos humanos y el ejercicio del periodismo como actividades 

de interés público y que, en consecuencia, se deben garantizar los derechos de las personas defensoras de derechos 

humanos, periodistas y sus familiares, para poder continuar ejerciendo su actividad. 

En ese sentido, la ley señaló un ámbito de aplicación y sus sujetos beneficiarios, a fin de acotar la protección a un sector 

vulnerable y expuesto a las violaciones del derecho humano de la libertad de expresión y el derecho a la información. 
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El requisito de acreditar ante el ―Mecanismo de Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 

Periodistas‖, el carácter de periodista, colaborador periodístico o defensor de derechos humanos, en términos de lo que 

establece el artículo 6 (definiciones) obedece a la naturaleza misma y objeto de la ley y no vulnera los artículos 1, 6 y 7 de la 

Constitución Federal, en tanto que la finalidad de la norma es la de proteger la actividad que desarrollan, esto es: buscar, 

recibir, difundir información e ideas de toda índole; a fin de preservar y garantizar el derecho a la información. 

 

Lo anterior se corrobora con la lectura del artículo 3 de la misma ley que establece que:  ―el objeto del Mecanismo es que el 

Gobierno del Distrito Federal atienda la responsabilidad fundamental de proteger, respetar y garantizar los derechos 

humanos de las personas que se encuentran en situación de riesgos como consecuencia de la defensa o promoción de los 

derechos humanos y del ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo en el Distrito Federal; así como fomentar las 

políticas públicas, capacitación y coordinación en la materia, para prevenir acciones que vulneren dichos derechos.‖ 

Para la protección de tales derechos, la ley pide un requisito mínimo consistente en acreditar que la persona que solicita la 

medida cautelar se encuentre en ese supuesto, y la forma de acreditarlo es sencilla, sin mayores requisitos que pudieran 

complicar la solicitud; esto es, ―baste remitirse a la labor que realizan‖. Al ser una ley destinada a determinados sujetos, 

encuentra lógica que se pida como requisito mínimo el que realicen la labor que la norma protege. 

 

Finalmente, es relevante señalar que el artículo 41 de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos 

Humanos y Periodistas en el Distrito Federal, establece: 

 

―Artículo 41.- En el supuesto que la persona peticionaria declare que su vida, libertad, integridad física o de las personas 

señaladas en el artículo anterior esté en peligro inminente, o esto se desprenda de los hechos relatados, el caso será 

considerado de riesgo alto y se iniciará el procedimiento extraordinario. 

 

En estos casos la Dirección deberá implementar de manera inmediata las medidas necesarias para garantizar la vida, libertad 

e integridad física de las personas en peligro inminente con un máximo de dos horas. 

 

A partir de la recepción de la solicitud la Dirección comenzará a recabar la información inicial para elaborar en un máximo 

de 24 horas el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata, que permita confirmar o modificar las medidas iniciales.‖ 

 

De ese modo, de manera contraria a lo que aduce el promovente, no existe un tratamiento genérico tratándose de medidas 

urgentes por el cual los solicitantes queden a merced de las medidas preventivas, pues el artículo transcrito aborda cuál es el 

procedimiento que debe seguirse en caso de un alto riesgo, con lo que se genera seguridad al usuario de las medidas de 

protección y se establece una diferencia entre una medida preventiva y una urgente. 

 

Sin que lo anterior implique que tratándose de un procedimiento extraordinario el solicitante queda eximido de acreditar su 

carácter de persona defensora, periodista o colaboradora periodística, tal y como lo establece el artículo 39 de la ley que 

aquí se analiza, pues en todos los casos debe atenderse a la obligación que ahí se impone a los solicitantes.  

 

De ahí que lo procedente sea reconocer la validez de la norma impugnada. 

 

SÉPTIMO. Análisis del cuarto concepto de invalidez, relativo a  la inconstitucionalidad del artículo 56. 

A criterio de la promovente el artículo 56 impugnado es contrario a los artículos 1, 14 y 16 de la Constitución Federal, 

porque  viola  los derechos a la seguridad personal y jurídica de quienes hacen uso de la libertad de expresión o protegen 

derechos humanos. 

 

El artículo establece que las personas beneficiarias del mecanismo de protección se podrán separar de la medida en 

cualquier momento, por el simple hecho de comunicarlo por escrito a la Junta de Gobierno, lo cual resulta trasgresor de la 

seguridad jurídica, pues  no requiere  que la autoridad verifique que han cesado las causas por las cuales se concedió la 

protección, que no medie vicio de la voluntad en el acto, ni se pide la ratificación personal de dicha solicitud, por lo que no 

existe  certeza jurídica y se atenta contra la seguridad personal, vulnerando los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 

 

 Texto del precepto reclamado: 

 

―Artículo 56.- La persona beneficiaria se podrá separar del Mecanismo en cualquier momento, para lo cual deberá 

externarlo por escrito a la Junta de Gobierno.‖ 
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El artículo no vulnera los derechos a la seguridad personal y jurídica, por el hecho de que no exija mayores requisitos para 

separarse del ―Mecanismo‖ en cualquier momento. 

 

La decisión de separarse del ―Mecanismo para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 

Periodistas del Distrito Federal‖ es un acto voluntario del sujeto que solicita las medidas (preventivas, de protección, de 

protección urgente y de carácter social), no constituye propiamente un desistimiento, en la medida en que la norma no 

prohíbe la facultad de solicitar nuevamente las medidas que requiera, ni establece un plazo prescriptivo. 

 

De ese modo, la finalidad de la norma es la de establecer un mecanismo de protección; sin que obligue al solicitante a seguir 

en él si no es su voluntad hacerlo, ni tampoco el ―Mecanismo‖ se encuentra obligado a investigar las razones por las cuales 

el solicitante decidió dejar la protección, dado que su naturaleza no es la de un ente investigador ni persecutor que deba 

indagar las razones que motivan a los solicitantes para no permanecer con la medida de protección solicitada, ni éstos se 

encuentran obligados a justificar sus determinaciones. 

 

Ante la voluntad de la persona beneficiaria de separarse del ―Mecanismo‖, el legislador estableció como único requisito 

manifestarlo mediante escrito dirigido a la Junta de Gobierno, a fin de preservar su derecho a la seguridad jurídica y de no 

hacer uso indebido de las medidas de protección otorgadas, en términos de lo que establece el artículo 52, fracción I, de la 

misma norma que dispone: 

 

―Artículo 52.- Se considerará que existe uso indebido de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección, Medidas de 

Protección Urgente y Medidas de Carácter Social por parte de la persona beneficiaria cuando: 

 

Deje, evada o impida las medidas;…‖ 

 

No obstante lo anterior, se considera que a efecto de generar certeza jurídica en los actos que realicen los solicitantes de las 

medidas de protección, el artículo 56 debe interpretarse en el sentido de que la solicitud que haga la persona beneficiaria 

para separarse del Mecanismo deberá ser ratificada en lo posterior ante la Junta de Gobierno del Mecanismo, a fin de que 

éste pueda cerciorarse de la identidad de quien desiste y saber si preserva su propósito de no seguir con las medidas de 

protección solicitadas. 

 

En consecuencia, se está en el caso de reconocer la validez de la disposición. 

 

DECISIÓN. Es así que ante el resultado de este estudio, lo que procede es reconocer la validez de los artículos 5, fracción 

III y XVII, 39, tercer párrafo, y 56; y, declarar la invalidez de la fracción XI del artículo 5 de la Ley para la Protección 

Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. 

 

OCTAVO. Efectos de la invalidez de la norma. Acorde con la naturaleza jurídica de este medio de control constitucional, la 

declaratoria de invalidez que en su caso llegue a emitir este Alto Tribunal tendrá como efecto expulsar del orden jurídico 

nacional a la porción normativa contraria al texto fundamental.  

  

La presente declaratoria de invalidez surtirá efectos a partir de la notificación a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de 

México, antes Distrito Federal, de los puntos resolutivos de la presente sentencia.  

 

Por lo expuesto y fundado es de resolverse y se resuelve: 

 

PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la presente acción de inconstitucionalidad.  

 

SEGUNDO. Se reconoce la validez de los artículos 5, fracciones III y XVII —esta última conforme a la interpretación 

consistente en que, dentro del concepto de periodista, se ubican, incluso, a las personas que satisfagan cualquiera de las 

modalidades previstas en alguno de los enunciados normativos previstos en esa fracción, que soliciten cualquiera de los 

mecanismos de protección que prevé el ordenamiento respectivo—, 39, párrafo tercero, y 56 —conforme a la interpretación 

consistente en que, para que surta efectos la solicitud de separación del mecanismo de protección respectivo, es necesario 

que la persona beneficiaria ratifique dicha solicitud— de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el diez de 

agosto de dos mil quince.  
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TERCERO. Se declara la invalidez del artículo 5, fracción XI, de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras 

de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el diez 

de agosto de dos mil quince; declaración de invalidez que surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos 

resolutivos de este fallo a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México.  

 

CUARTO. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, así 

como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto 

concluido. 

 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco 

González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán 

y Presidente Aguilar Morales, respecto de los considerandos primero, segundo y tercero relativos, respectivamente, a la 

competencia, a la oportunidad y a la legitimación. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de las consideraciones, 

Cossío Díaz, Luna Ramos con salvedades, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Laynez Potisek y 

Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando quinto, denominado ―Análisis del segundo concepto de invalidez, 

relativo a la inconstitucionalidad del artículo 5, fracciones III y XVII‖, consistente en reconocer la validez del artículo 5, 

fracción III, de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito 

Federal. Los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández y Pérez Dayán votaron en contra. Los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Laynez Potisek anunciaron sendos votos concurrentes. Los señores Ministros Zaldívar 

Lelo de Larrea y Piña Hernández anunciaron sendos votos particulares. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de las consideraciones, 

Luna Ramos con salvedades, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente 

Aguilar Morales, respecto del considerando quinto, denominado ―Análisis del segundo concepto de invalidez, relativo a la 

inconstitucionalidad del artículo 5, fracciones III y XVII‖, consistente en reconocer la validez del artículo 5, fracción XVII 

—conforme a la interpretación consistente en que, dentro del concepto de periodista, se ubican, incluso, a las personas que 

satisfagan cualquiera de las modalidades previstas en alguno de los enunciados normativos previstos en esa fracción, que 

soliciten cualquiera de los mecanismos de protección que prevé el ordenamiento respectivo—, de la Ley para la Protección 

Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. Los señores Ministros Cossío 

Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández y Pérez Dayán votaron en contra. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 

Mena y Laynez Potisek anunciaron sendos votos concurrentes. Los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Piña 

Hernández anunciaron sendos votos particulares. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco 

González Salas, Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando 

sexto, denominado ―Análisis del tercer concepto de invalidez, relativo a  la inconstitucionalidad del artículo 39, párrafo 

tercero‖, consistente en reconocer la validez del artículo 39, párrafo tercero, de la Ley para la Protección Integral de 

Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. Los señores Ministros Zaldívar Lelo de 

Larrea, Piña Hernández y Pérez Dayán votaron en contra. El señor Ministro Cossío Díaz anunció voto concurrente. La 

señora Ministra Piña Hernández anunció voto particular. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco 

González Salas separándose de las consideraciones, Pardo Rebolledo, Piña Hernández con una interpretación conforme 

adicional en el sentido de que se requiere la evaluación de riesgo, Medina Mora I., Laynez Potisek con la propuesta original 

del proyecto, Pérez Dayán en términos del precedente de la acción de inconstitucionalidad 87/2015 y Presidente Aguilar 

Morales, respecto del considerando séptimo, denominado ―Análisis del cuarto concepto de invalidez, relativo a  la 

inconstitucionalidad del artículo 56‖, consistente en reconocer la validez del artículo 56 —conforme a la interpretación 

consistente en que, para que surta efectos la solicitud de separación del mecanismo de protección respectivo, es necesario 

que la persona beneficiaria ratifique dicha solicitud— de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. El señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea votó en contra y anunció 

voto particular. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Piña Hernández y 

Laynez Potisek anunciaron sendos votos concurrentes. 
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En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de consideraciones, 

Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo con consideraciones distintas, 

Piña Hernández con salvedad en consideraciones, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar 

Morales, respecto del considerando cuarto, denominado ―Análisis del primer concepto de invalidez, relativo a la 

inconstitucionalidad del artículo 5, fracción XI‖, consistente en declarar la invalidez del artículo 5, fracción XI, de la Ley 

para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. Los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Piña Hernández y Presidente Aguilar Morales anunciaron sendos votos concurrentes. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco 

González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán 

y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando octavo, relativo a los efectos de la invalidez del artículo 5, fracción 

XI, de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco 

González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán 

y Presidente Aguilar Morales. 

El señor Ministro Presidente Aguilar Morales declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados. Doy fe. 

 

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE 

(Firma) 

MINISTRO LUIS MARÍA AGUILAR MORALES 

 

MINISTRA PONENTE 

(Firma) 

MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS 

 

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS 

(Firma) 

LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA 

 

Esta hoja forma parte de la acción de inconstitucionalidad 84/2015, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos, fallada el doce de enero de dos mil diecisiete. Conste. 

 

GMOB/mjg. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS, 

EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 84/2015, PROMOVIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS 

DERECHOS HUMANOS, RESUELTA EN SESIÓN DEL TRIBUNAL PLENO DE DOCE DE ENERO DOS MIL 

DIECISIETE. 

 

En sesión pública ordinaria del Tribunal Pleno celebrada en la citada fecha, anuncié la formulación del presente voto 

concurrente a fin de expresar las razones por las que estimo la validez del artículo 56 de Ley para la Protección Integral de 

Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas de la ahora Ciudad de México; razones, que coinciden con las 

manifestadas durante la sesión por los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de la Rea y Alberto Pérez Dayán. 

 

Considero que la presente acción de inconstitucionalidad debió dar respuesta al agravio planteado por la Comisión 

accionante, en los mismos términos que este Tribunal Pleno dio respuesta al argumento formulado por la propia Comisión 

en contra de la inconstitucionalidad del artículo 45 de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 

Humanos y Periodistas del Estado de Quintana Roo, de similar contenido, resuelta el treinta de junio de dos mil dieciséis, en 

la acción de inconstitucionalidad 87/2015. 

 

Así es, en dicho precedente, este Tribunal Pleno analizó como agravio, lo alegado por la Comisión accionante en el sentido 

de que es inconstitucional que las medidas otorgadas a su favor, desaparezcan con la simple presentación de un escrito, ya 

que el artículo 45 de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Estado de 

Quintana Roo establece, simplemente, que: ―Las personas beneficiarias se podrán separar de la medida en cualquier 

momento, para lo cual deberá externarlo por escrito a la Junta de Gobierno o a la Secretaría Ejecutiva, según sea el caso.‖ 

 

Ahora bien, en respuesta al agravio, este Tribunal Pleno concluyó –por unanimidad de once votos– que contrario a lo 

manifestado por la Comisión, las medidas no desaparecen con la simple presentación del escrito, pues todo lo relacionado 

con la implementación y evaluación de las medidas preventivas, de protección y sociales, debe ser analizado de común 

acuerdo con los beneficiarios, debiendo considerarse las posibilidades de riesgo, eventualidades o problemas imprevistos, 

mientras que respecto a las medidas urgentes de protección también se advertía la facultad de la Secretaría Ejecutiva para 

recomendar su continuidad o conclusión. 

 

Por ello, si en la presente acción se alega como agravio, que es inconstitucional el hecho de que las medidas otorgadas a su 

favor desaparecen con la simple presentación de un escrito, ya que el artículo 56 de Ley para la Protección Integral de 

Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas de la ahora Ciudad de México establece, simplemente, que: ―La 

persona beneficiaria se podrá separar del Mecanismo en cualquier momento, para lo cual deberá externarlo por escrito a la 

Junta de Gobierno.‖, considero que la respuesta, debió ser la misma, ya que el marco jurídico en ambas legislaciones es de 

similar contenido. 

 

Ciertamente, en mi opinión, como lo había resuelto el Tribunal Pleno en la acción de inconstitucionalidad 87/2016, 

contrario a lo manifestado por la Comisión, las medidas no desaparecen con la simple presentación del escrito. 

 

En efecto, en dicho precedente, se reconoció la validez del precepto impugnado al considerar que éste no generaba una 

situación de indefensión del beneficiario de una medida, al no solicitarle la ratificación del escrito por el que se solicite su 

separación, pues ante la presentación de una solicitud en ese sentido, se genera una obligación de la autoridad de evaluar la 

viabilidad de que se decrete la suspensión o terminación de la medida, sin que se pudiera decretar de manera inmediata 

únicamente con la presentación de un escrito.  

 

En este sentido, considero que el ordenamiento cuestionado presenta una situación similar ya que el artículo 21, fracción I, 

de dicho ordenamiento, establece que el Consejo de Evaluación de Medidas, tiene entre sus facultades analizar la 

suspensión o modificación de las medidas. De la misma manera el artículo 46, establece que las medidas se analizarán, 

determinarán, implementarán y evaluarán de común acuerdo con las y los beneficiarios, mismo aspecto que se corrobora en 

el artículo 51al establecer que las medidas de protección y las medidas de protección urgentes de protección estarán sujetas 

a evaluación.   

 

De modo que al igual que en el precedente citado, considero que en este ordenamiento la solicitud de separación de las 

medidas no se decreta de forma inmediata con la presentación de un escrito, sino que para que esto ocurra se requiere un 

análisis previo por parte de las autoridades encargadas de su otorgamiento, sin que con ello se vulnere el derecho de 

seguridad jurídica de los beneficiarios. 
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Por lo tanto, comparto la validez del precepto, aunque por diversos motivos a los señalados en la presente acción de 

inconstitucionalidad; agregando, que si bien la ratificación de la solicitud puede constituir un indicio que permita evaluar 

que no media vicio en la voluntad de quien solicitó el cese de la medida otorgada a su favor, lo cierto es que pueden existir  

casos, excepcionales, en los que se justifique, al evaluar, negar esa solicitud, es decir, casos en los que una vez evaluada la 

solicitud ratificada, se advierta la posibilidad, aun en ese evento, por alguna circunstancia extraordinaria, que sí media vicio 

en el consentimiento del periodista. 

 

ATENTAMENTE 

(Firma) 

MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS 

 

FMRCG 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ EN LA ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 84/2015 

 

En esta acción de inconstitucionalidad la Comisión Nacional de los Derechos Humanos impugnó diversos artículos de la 

Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal.  

 

La mayoría de los temas tratados se resolvieron conforme a lo resuelto en el precedente de la diversa acción de 

inconstitucionalidad 87/2015, resuelta en sesión pública del Tribunal Pleno de treinta de junio de dos mil dieciséis.  

 

En uno de los temas se impugnó la fracción XVII del artículo 5º de la ley citada que establecía la característica de 

―permanencia‖ en la definición de periodista, y en la sentencia de mayoría, aplicándose el precedente de la acción de 

inconstitucionalidad 87/2015 se reconoció la validez de dicha definición a través de una interpretación conforme en el 

sentido de que dicho requisito no debía entenderse como el único para determinar dicha calidad.  

 

Desde que se resolvió el precedente de la acción de inconstitucionalidad 87/2015 diferí de dicha interpretación porque me 

parece que el legislador si lo entendió como un requisito esencial, lo cual no es acorde con la realidad ya que actualmente el 

periodismo se ejerce de muy diversas maneras. Sigo convencido de dicha posición y por ello voté en contra de lo resuelto. 

Las razones desarrolladas de mi posición se encuentran en el voto elaborado en la citada acción de inconstitucionalidad 

87/2015. 

 

(Firma) 

MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ 

 

RMMG/LPRZ 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA ACCIÓN 

DE INCONSTITUCIONALIDAD 84/2015, PROMOVIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS 

HUMANOS. 

 

En sesión celebrada el doce de enero de dos mil diecisiete el Tribunal Pleno resolvió la presente acción de 

inconstitucionalidad, en la que se planteó la invalidez de diversos artículos de la Ley para la Protección Integral de Personas 

Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal que, entre otras cosas, establecen las definiciones de 

―periodista‖ y ―colaborador periodístico‖ y, adicionalmente, prevén como único requisito para la separación del mecanismo 

de protección de personas defensoras de derechos humanos y periodistas, que el beneficiario lo comunique por escrito a la 

Junta de Gobierno. 

 

Presento este voto para exponer las razones por las cuales me manifesté en contra de las determinaciones alcanzadas por la 

mayoría de los Ministros en ambos temas y, por tanto, por la invalidez de los preceptos impugnados. 

 

La protección a los periodistas como obligación tendiente a asegurar la eficacia del derecho a la libertad de expresión. 

 

El ejercicio periodístico cumple una de las manifestaciones más importantes de la libertad de expresión, tanto en su 

dimensión individual como en la social. En efecto, los periodistas desempeñan un papel fundamental en la producción de 

todo tipo de información, contribuyendo a preservar el pluralismo y reforzando las oportunidades de formación de una 

opinión pública no manipulada. Así, los periodistas son los principales oferentes en este ―mercado de ideas‖, aportándole al 

público diferentes posturas y fortaleciendo el debate público.  

 

En este sentido, el deber que en términos del artículo 1° constitucional tienen todas las autoridades de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos, supone un conjunto de obligaciones positivas tendientes a la plena eficacia del 

derecho a la libertad de expresión en sus dos vertientes, obligaciones entre las que está la de brindar protección a los 

periodistas contra los ataques de los que pueden ser objeto. 

 

Esta obligación se torna especialmente delicada en el contexto de agresiones a periodistas y, en general, a la libertad de 

prensa que han sido documentadas por diversas organizaciones nacionales e internacionales. Destaca entre estos el Índice 

Mundial de Libertad de Prensa elaborado anualmente por Reporteros sin Fronteras. El Índice señala que, sólo en 2016, han 

muerto 55 periodistas, mientras que 176 fueron encarcelados. En ese contexto, datos del Comité para la Protección de 

Periodistas arrojan que, desde 1992, han muerto 1220 periodistas por diversas causas relacionadas con su labor. De estos, 

796 periodistas han sido asesinados por causas directamente relacionadas con su trabajo.  

 

A partir de lo anterior, el Comité para la Protección de Periodistas ha elaborado un ranking de los 20 estados más peligrosos 

para periodistas. México ocupa el octavo lugar en la lista de países con más periodistas asesinados por sus labores. Article 

19 reporta que, sólo entre diciembre de 2012 y diciembre de 2015, ocurrieron el 58.5% de agresiones a periodistas del 

periodo que va entre 2009 y 2015. Así, Article 19 calcula que en 2015 ocurría un ataque a un periodista cada 22 horas. En el 

mismo sentido, el antes mencionado Índice Mundial sobre Libertad de Prensa 2016 muestra que México se encuentra en el 

lugar 149 de 180. De igual forma, el Índice muestra que sólo en 2016 se ha confirmado la muerte de 9 periodistas. Esta cifra 

cobra relevancia si se toma en cuenta que México se encuentra en el segundo lugar de muertes de este año, únicamente 

detrás de Siria, y por encima de países como Ucrania, República Democrática del Congo, Libia, Jordania o Afganistán. 

 

De este modo, con el propósito de garantizar a los periodistas condiciones adecuadas para realizar su labor, diversos 

órganos internacionales han emitido importantes pronunciamientos referentes a la protección de periodistas y aquellos 

sujetos que hagan uso de la libertad de expresión, en los que se enfatiza la responsabilidad de los Estados de respetar la 

libertad de expresión y la obligación positiva de adoptar medidas para su protección, ante ataques contra las personas que 

ejercen este derecho. 

 

Así, el Comité de Derechos Humanos, en su Observación General N° 34 sobre la Libertad de Opinión y Libertad de 

Expresión sostuvo: 

 

Consideraciones generales. 
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La obligación de respetar las libertades de opinión y expresión es vinculante en su conjunto para todos y cada uno de los 

Estados partes. Todos los poderes del Estado (ejecutivo, legislativo y judicial) y otras autoridades públicas o de gobierno, 

cualquiera que sea su nivel (nacional, regional o local), pueden dar lugar a la responsabilidad del Estado parte. El Estado 

parte también puede incurrir en esa responsabilidad en determinadas circunstancias respecto de actos realizados por 

entidades semiestatales. En cumplimiento de esta obligación, los Estados partes deben cerciorarse de que las personas estén 

protegidas de los actos de particulares o de entidades privadas que obsten al disfrute de las libertades de opinión y expresión 

en la medida en que esos derechos del Pacto sean susceptibles de aplicación entre particulares o entidades privadas. 

 

Recomendaciones. 

 

A los Estados. 

 

El Relator Especial, teniendo presente que existen en el derecho internacional de los derechos humanos normas para la 

protección de los periodistas profesionales en situaciones que no son de conflicto armado, insta a los Estados, a los que 

incumbe la responsabilidad primordial por la protección de los periodistas, a observarlas a nivel nacional. (…) 

 

De igual modo, en el Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre las Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias o 

Arbitrarias de 10 de abril de 2012 se señala que: 

 

Recomendaciones a los Estados 

La protección práctica y jurídica inequívoca de la libertad de expresión es un requisito previo para la protección de los 

periodistas. Debería considerarse prioritario centrar la atención y los recursos en el establecimiento de salvaguardias claras y 

eficaces para evitar las amenazas físicas contra los periodistas y la rendición de cuentas al respecto. 

 

Asimismo, en la Declaración Conjunta sobre la Libertad de Expresión y las Respuestas a las situaciones de Conflicto de 4 

de mayo de 2015 se establece lo siguiente: 

 

Protecciones 

 

Los Estados tienen la obligación de tomar medidas efectivas para prevenir ataques contra periodistas y otras personas que 

hacen ejercicio de su derecho a la libertad de expresión y a combatir la impunidad, específicamente al condenar 

enérgicamente estos ataques cuando se producen, mediante la pronta y efectiva investigación para sancionar debidamente a 

los responsables y proporcionando una indemnización a las víctimas cuando corresponda. Los Estados también tienen la 

obligación de brindar protección a los periodistas y otras personas que ejercen su derecho a la libertad de expresión que 

tengan un riesgo elevado de ser atacados. 

 

Por último, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos emitió 

un informe que contiene los estándares interamericanos y prácticas nacionales para la prevención, protección y procuración 

de justicia en estos casos, el cual establece lo siguiente: 

 

Violencia contra periodistas: estándares internacionales y prácticas nacionales. 

 

Con respecto a la violencia contra periodistas y otras personas en razón del ejercicio de la libertad de expresión, la Relatoría 

Especial ha destacado, con base en la doctrina y jurisprudencia interamericana, la importancia de tres obligaciones positivas 

que emanan de los derechos a la vida, a la integridad personal y a la libertad de expresión. A saber: la obligación de 

prevenir, la obligación de proteger y la obligación de investigar, juzgar y sancionar penalmente a los responsables de estos 

crímenes. (…) 

 

Los organismos internacionales coinciden en que la protección a los periodistas y otras personas que hacen ejercicio de su 

derecho a la libertad de expresión es una responsabilidad que incumbe, primordialmente, a los Estados. De ahí que todas las 

autoridades, en todos los niveles y órdenes de gobierno, deben tomar medidas claras y eficaces para evitar ataques y 

amenazas en contra de quienes ejercen el periodismo, destinando atención y recursos para cerciorarse de que éstos 

efectivamente se encuentran protegidos.  
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Así, aunque estos instrumentos no son vinculantes para el Estado Mexicano, le dan un contenido a la obligación de 

promover, respetar y garantizar la libertad de expresión, al cual debemos atender como Tribunal Constitucional en atención 

a nuestro deber de interpretar las normas sobre derechos humanos de la manera más favorable a la persona. 

 

En estas condiciones, me parece que el análisis de constitucionalidad debe girar en torno al papel que debe reconocerse a los 

periodistas en un Estado democrático. Desproteger a un periodista conlleva desproteger el derecho a la información, 

inhibiendo así la formación de un debate público en el que concurran distintas ideas y, en esa medida, el Estado debe 

garantizarles una protección específica y diferenciada del deber general de proteger al resto de los ciudadanos.  

 

Por esta razón, considero que en nuestra labor como Tribunal Constitucional corresponde ser especialmente rigurosos en el 

análisis de preceptos que pudieran incidir en la eficacia de los mecanismos de protección para periodistas y otras personas 

que ejerzan su libertad de expresión, sobre todo cuando se trate de disposiciones que establecen quiénes son los sujetos de 

protección de dichas medidas, así como las causales para su terminación, tal como acontece en el presente caso.  

 

Definición de ―periodista‖ y ―colaborador periodístico‖. 

 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos impugnó los artículos 5, fracciones III y XVII de la Ley para la Protección 

Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, por estimar que al definir la 

calidad de ―periodista‖ y ―colaborador periodístico‖ para efectos del propio ordenamiento, se genera una segunda categoría 

de ciudadanos que desean buscar y difundir información y opiniones, además de exigir requisitos innecesarios para 

acreditarse como periodista, lo que a juicio de la accionante vulneraba la libertad de expresión y la libertad de trabajo. 

 

La sentencia recoge las consideraciones que sostuvo el Tribunal Pleno al fallarse la acción de inconstitucionalidad 87/2015 

en relación con la exigencia de la ―permanencia‖ para efectos de acreditar la calidad de periodista, en el sentido de que bajo 

una interpretación conforme ello es constitucional, pues la definición de periodista no hace referencia exclusiva a la 

permanencia como una característica en la que cualquier sujeto debe encuadrar, sino que se trata de uno de los muchos 

aspectos que podrían considerarse para establecer dicho carácter. 

 

En esta línea, se da respuesta negativa al planteamiento de la accionante, pues si bien la definición de ―periodista‖ contenida 

en la ley impugnada establece requisitos —como la permanencia, estudios, o título profesional— para efectos del 

otorgamiento de las protecciones previstas en la ley, lo cierto es que todos aquéllos que no estén bajo este supuesto 

normativo se encuentran protegidos bajo la figura de ―colaborador periodístico‖. 

 

En consecuencia, la sentencia reconoce la validez de las fracciones III y XVII del artículo 5 de la Ley para la Protección 

Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, siempre que se interprete que el 

concepto de periodista incluye a las personas que satisfagan cualquiera de las características de un ―colaborador 

periodístico‖. 

 

Voté en contra de esta determinación, pues si bien podría parecer que al contemplar tanto la figura de ―periodista‖ como de 

―colaborador periodístico‖, la consecuencia normativa es que quien no encuadre dentro de la primera categoría encuentre 

protección bajo la segunda, considero que el precepto combatido establece un estándar más elevado del necesario para 

proteger a personas que pudieran estar en riesgo por virtud del ejercicio de su libertad de expresión, situación que —como 

expondré más adelante— podría generar un estado de indefensión en aquellas personas que no se encuentren comprendidas 

dentro de la figura de ―periodistas‖. 

 

Como sostuve en la acción de inconstitucionalidad 87/2015, para salvaguardar de manera efectiva la función esencial que 

desempeñan los periodistas en nuestra democracia, es necesario que las medidas de prevención se otorguen a toda persona 

que esté en riesgo por el hecho de ejercer su libertad de expresión y de contribuir a la formación de la opinión pública. Por 

ello, es indispensable dar una definición de periodista, para efectos del otorgamiento de las medidas de protección, que sea 

acorde con la función que desempeñan, al margen de criterios formalistas. 

 

Al respecto, existen numerosos documentos internacionales en los que se dan definiciones del concepto de "periodista", para 

efectos de la obligación de protección que tienen los Estados, como parte del respeto a la libertad de expresión en su 

vertiente individual y social, entre los cuales se destacan los siguientes: 
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El Informe del Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión 

y Expresión, de 4 de junio de 2012, que considera como periodistas a quienes trabajan en medios de información y al 

personal de apoyo, así como a quienes trabajan en medios de comunicación de la comunidad y a los "periodistas 

ciudadanos" cuando desempeñan por un tiempo esa función. 

 

El Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

sobre Violencia contra Periodistas y Trabajadores de Medios, que recoge la definición del Relator Especial de las Naciones 

Unidas e incorpora a aquellas personas que puedan estar empleando los nuevos medios de comunicación como instrumento 

para llegar al público. 

 

El Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre las Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias o Arbitrarias, de 10 

de abril de 2012, que reconoce calidad de periodista a toda persona física o jurídica que habitual o profesionalmente se 

dedica a la obtención de información y su difusión al público por un medio cualquiera de comunicación de masas. 

 

La Declaración Conjunta sobre la Libertad de Expresión y las Respuestas a las Situaciones de Conflicto
 
de 4 de mayo de 

2015, al hacer referencia a los sujetos de protección en el contexto de ataques sistemáticos contra la libertad de expresión, 

identifica a las personas físicas y jurídicas que regular o profesionalmente participan en la recolección y difusión de 

información a través de cualquier medio de comunicación y establece la obligación de los Estados de brindar protección a 

los periodistas y otras personas que ejercen su derecho a la libertad de expresión que tengan un riesgo elevado de ser 

atacados. 

 

Como puede verse, los estándares internacionales aplicables coinciden en el deber de brindar medidas de protección a los 

periodistas y establecen criterios funcionales y amplios para establecer tal carácter. Así, por un lado contemplan a quienes 

laboran en los medios de comunicación tradicionales y desempeñan profesionalmente esa función, pero también a quienes 

de manera independiente la realizan de manera ―habitual‖, ―regular‖ o ―por un tiempo‖, a través de cualquier medio. 

  

Ahora bien, el precepto que fue materia de análisis en este asunto establece dos supuestos para definir la función 

periodística: 

 

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

Colaboradora o colaborador periodístico: Toda persona que hace del ejercicio de las libertades de expresión y/o información 

su actividad principal o complementaria, ya sea de manera esporádica o regular, sin que se requiera registro gremial, 

remuneración o acreditación alguna para su ejercicio. 

 

Periodista: Toda persona que hace del ejercicio de la libertad de expresión y/o información su actividad, de manera 

permanente. Las personas físicas, cuyo trabajo consiste en recabar, almacenar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, 

difundir, publicar o proveer información a través de cualquier medio de difusión y comunicación que puede ser impreso, 

radioeléctrico, digital o imagen, que acrediten experiencia o estudios o en su caso título para ejercer el periodismo. 

 

Al igual que la norma combatida en la acción de inconstitucionalidad 87/2015, el artículo impugnado establece dos 

supuestos que permiten definir la función periodística, el primero de ellos define al ―colaborador periodístico‖ en función de 

la actividad que desempeña –el ejercicio de la libertad de expresión e información– y lo hace al margen de que ello sea de 

manera esporádica o regular, cuente o no con un registro gremial y exista o no remuneración. Por su parte el segundo 

supuesto define al periodista en función de que dicha actividad se lleve a cabo profesionalmente, en tanto el verbo rector en 

ese enunciado es precisamente ―trabajar‖. 

 

Este segundo supuesto establece un estándar que resulta inconsistente con la conceptualización funcional y amplia de los 

periodistas que recogen los instrumentos internacionales mencionados con anterioridad: no sólo prevé un requisito de 

permanencia, sino que adicionalmente exige acreditar experiencia, estudios e, incluso, un título profesional para ejercer el 

periodismo. 
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Ahora bien, aunque la sentencia de la mayoría considera que ello se solventa con la figura del ―colaborador periodístico‖, 

categoría bajo la cual encontrarían protección aquellas personas que no encuadren dentro de la definición de ―periodista‖, a 

mi juicio ello no es así. El vicio de inconstitucionalidad no sólo no se solventa, sino que puede eventualmente generar un 

estado de indefensión en las personas que no son consideradas como periodistas, pues la propia ley otorga una protección 

diferenciada para ambas categorías. 

 

En efecto, existen por lo menos tres preceptos dentro del ordenamiento en estudio que otorgan una protección distinta a los 

colaboradores periodísticos. En primer lugar, el artículo 40, extiende las medidas de protección a los familiares de los 

periodistas, excluyendo de dicha protección a los familiares de los colaboradores periodísticos. Por su parte, el artículo 47 

prevé como una de las medidas de prevención, el llevar a cabo actos de reconocimiento de la labor de los periodistas, mas 

no de los colaboradores periodísticos. Finalmente, el artículo 67 se refiere al empleo de recursos del ―Fondo para la 

Protección de Defensores de Derechos Humanos y Periodistas‖ para la capacitación sobre la operación e implementación de 

las medidas preventivas, de protección, de protección urgente y de carácter social dirigido únicamente a periodistas, mas no 

así a los colaboradores periodísticos. 

 

De este modo, me parece que no basta con la interpretación conforme que propone el proyecto, en el sentido de que 

periodista es el que se coloque en una u otra hipótesis —actividad de facto o actividad profesional— pues el mecanismo que 

previó el legislador establece un estándar sustancialmente más elevado del necesario para identificar a los beneficiarios del 

sistema de protección. Esta situación se agrava en tanto la ley no distribuye equitativamente las medidas de prevención entre 

ambas categorías, lo que resulta en la exclusión de ciertas protecciones a quienes no logran acreditar la calidad de 

―periodista‖. 

 

En estas condiciones, me parece que este mecanismo frustra la finalidad de la ley de brindar una protección efectiva a 

personas que pudieran estar en riesgo por virtud del ejercicio de su libertad de expresión, por lo que debió declararse la 

invalidez de las fracciones III y XVII del artículo 5 de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal. 

 

Separación del mecanismo de protección de periodistas. 

 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos planteó la inconstitucionalidad del artículo 56 de la Ley para la Protección 

Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal, al estimar que vulnera los 

derechos a la seguridad personal y jurídica, porque prevé como único requisito para la separación del mecanismo de 

protección que el beneficiario lo comunique por escrito a la Junta de Gobierno. 

 

Al resolver la acción de inconstitucionalidad 87/2015 el Tribunal Pleno se pronunció por primera vez en torno a un precepto 

que establecía como único requisito para la terminación de las medidas de protección para periodistas, que éstos emitieran 

un comunicado escrito a las autoridades correspondientes. Por unanimidad de once votos, se resolvió que si bien la ley no 

establecía que el beneficiario de medidas de protección ratifique su solicitud para separarse de las mismas, ello no genera su 

terminación inmediata, pues ante la solicitud de separación se genera una obligación para la autoridad de evaluar la 

viabilidad de que se decrete la suspensión o terminación del mecanismo, sin que sea suficiente la presentación de una 

solicitud en este sentido. 

 

No obstante lo anterior, al fallar la acción que aquí nos interesa el Tribunal Pleno cambió de criterio, al estimar que la 

decisión de separarse del ―Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del 

Distrito Federal‖ es un acto que depende de la voluntad del sujeto que solicitó las medidas. 

 

De este modo, se determinó reconocer la validez del artículo 56 con base en una interpretación conforme, pues para generar 

certeza jurídica —dice la sentencia— solo es necesario que la solicitud que haga la persona beneficiaria para separarse del 

mecanismo sea ratificada posteriormente ante la Junta de Gobierno del Mecanismo para la Protección de los Periodistas, a 

fin de que éste pueda cerciorarse de la identidad de quien desiste y saber si preserva el propósito de no seguir con las 

medidas de protección. 

 

Voté en contra del sentido del fallo ya que no puedo compartir el nuevo criterio adoptado por el Tribunal Pleno. Contrario a 

lo expresado por la mayoría, considero que la protección a personas que pudieran estar en riesgo por virtud del ejercicio de 

su libertad de expresión no es un acto voluntario, sino una obligación del Estado Mexicano en términos del artículo 1º 

constitucional, que debe garantizarse siempre que exista un riesgo real en el desempeño de sus actividades.  
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De igual manera, estimo que la ratificación solo contribuye a establecer certidumbre en relación con la identidad de la 

persona que solicitó que se retiraran las medidas, pero no proporciona una valoración integral de la situación particular del 

beneficiario, por lo que de ello no puede derivar la constitucionalidad del precepto. 

 

A mi juicio, para declarar la validez del artículo 56 era necesario sujetar la separación del mecanismo a que la autoridad 

respectiva practique un estudio previo de evaluación del riesgo, obligación que se desprende de la propia ley impugnada. En 

efecto, el artículo 21 de Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del 

Distrito Federal prevé un órgano —el Consejo de Evaluación de Medidas— encargado de tomar las decisiones relacionadas 

con las acciones tendientes a disminuir las vulnerabilidades de los beneficiarios, para lo cual cuenta, entre otras, con la 

atribución de evaluar o suspender las medidas de carácter preventivo, de protección y de carácter social, a partir de la 

información elaborada por el Mecanismo Integral; así como para suspender o modificar las medidas de protección urgentes, 

previo estudio de evaluación de riesgo o en los casos de uso indebido del mecanismo de protección que prevé el artículo 52. 

 

En este sentido, la única interpretación del precepto impugnado que era compatible con la obligación del Estado mexicano 

de brindar una protección específica y diferenciada a los periodistas es aquella que, en términos de los artículos 21 y 52 de 

la ley, sujeta la terminación de las medidas de prevención a la evaluación que para esos efectos lleve a cabo el Consejo de 

Evaluación de Medidas, pues sólo así las autoridades podrán cerciorarse de que el periodista se encuentra en condiciones de 

llevar a cabo su función. 

 

En estas condiciones, en virtud de que el fallo interpreta la protección a los periodistas como un acto voluntario —y no 

como una obligación que emana del artículo 1° constitucional— respecto del cual no procede necesariamente una 

evaluación del riesgo, voté en contra de la determinación alcanzada por la mayoría. 

 

 

(Firma) 

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE LUIS MARÍA AGUILAR 

MORALES, EN RELACIÓN CON LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 84/2015. 

 

En sesión de doce de enero de dos mil diecisiete, al conocer de la Acción de Inconstitucionalidad 84/2015, promovida por la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió 

declarar la invalidez del artículo 5, fracción XI, de la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos 

Humanos y Periodistas del Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el diez de agosto de 

dos mil quince.  

 

Las razones que sustentan esa decisión se contienen en el considerando cuarto de ese fallo y se estructuraron sobre la idea 

de que el órgano legislativo del entonces Distrito Federal excedió sus facultades al establecer la definición de ―libertad de 

expresión‖, atendiendo a que sustituyó la facultad del constituyente para reconocer y dotar de contenido a un derecho 

humano que se encuentra tutelado a nivel constitucional y convencional. 

 

Aun cuando coincido sustancialmente con los razonamientos en que se basa la determinación de que la porción normativa 

referida es inconstitucional, considero que existen motivos adicionales para arribar a esa conclusión. 

 

Mi criterio parte de que las Legislaturas de los Estados no pueden legislar en relación con los derechos humanos 

estableciendo sus definiciones y sus alcances, porque esta es una facultad exclusiva del Constituyente Federal, que es el 

único que puede definir cuáles son y cómo son los derechos humanos reconocidos en su texto. 

 

A mi juicio, un aspecto muy importante a considerar es que la cualidad de los derechos humanos debe ser un concepto 

general, unívoco y universal; de lo contrario, se caería en el riesgo de que cada Estado de la República tenga su propia 

definición de cada derecho humano, lo que conllevaría a que su alcance variara en cada entidad, incluso en detrimento de 

los gobernados. 

 

Por eso, y así lo he advertido, es nuestra Constitución Federal la que se ocupó, desde el principio, desde su creación, en el 

reconocimiento de los derechos humanos, porque al ser la universalidad una característica intrínseca de éstos, deben ser 

reconocidos en los mismos términos en toda la República y en todas las entidades federativas. 

 

De ahí que, de permitirse que se hicieran distintas definiciones de derechos humanos en otras entidades, y por otros órganos 

legislativos que no sea el Constituyente Federal, implicaría restringirlos a un contexto local específico, lo cual sería 

contradictorio con la universalidad que los caracteriza. 

 

Es por las razones expuestas que se emite el presente voto porque, si bien compartí la existencia del vicio de 

constitucionalidad que finalmente sirvió de base al Alto Tribunal para sustentar su fallo, considero pertinente agregar que, 

en este caso, no se puede permitir que la Legislatura del Estado establezca una definición del derecho a la libertad de 

expresión atendiendo a que, al fijar la legislatura local un concepto propio de ese derecho, con independencia del alcance de 

esa definición, se está sustituyendo en el constituyente, al actuar fuera de los parámetros que solamente deberían encontrarse 

o referirse en la Constitución Federal. 

 

MINISTRO PRESIDENTE 

(Firma) 

LUIS MARÍA AGUILAR MORALES 

 

OCC 

 

 

 

 

 

 



CONVOCATORIAS DE LICITACIÓN Y FALLOS 
 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

SECRETARIA DEL MEDIO AMBIENTE 

SISTEMA DE AGUAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

LICITACIÓN PÚBLICA NACIONAL 

CONVOCATORIA 020 

 

El Ing. Fernando Alonzo Ávila Luna, Director Ejecutivo de Construcción del Órgano Desconcentrado Sistema de Aguas de la Ciudad de México, en observancia 

a lo dispuesto en los Artículos 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 24 y 28 de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal y de 

conformidad con las facultades conferidas en el Manual Administrativo del Sistema de Aguas de la Ciudad de México, convoca a las personas físicas y morales 

interesadas en participar en la Licitación de carácter nacional para la contratación de las acciones que a continuación se describen de conformidad con lo 

siguiente: 

 

No. de licitación Descripción y ubicación de la obra Fecha de inicio  Fecha de terminación Capital Contable 

requerido 

SACMEX-LP-33-2017 2 Etapa de sectorización e implementación de 

mecanismos de control del Sistema Aduana. 

20-Julio-2017 16-Noviembre-2017 $11,150,000.00 

No. de licitación Costo de las bases Fecha límite para 

adquirir bases 

Junta de Aclaraciones Visita al lugar de la obra 

o los trabajos 

Acto de Sesión de 

Presentación de 

Propuestas 

SACMEX-LP-033-2017 Costo en Dependencia: 

$2,000.00 

23-Junio-2017 30-Junio-2017 

12:00 Hrs. 

No requiere 06-Julio-2017 

10:15 Hrs. 

 

Los recursos fueron aprobados con Oficio de Autorización Previa de la Secretaría de Finanzas del Distrito Federal número SFCDMX/SE/0063/2017 de fecha 05 

de enero de 2017. 

 

Las bases de las Licitaciones se encuentran disponibles para consulta y venta en las Oficinas del Sistema de Aguas de la Ciudad de México, sito en Avenida José 

María Izazaga número 89, 4º piso, Colonia Centro, Código Postal 06080, Delegación Cuauhtémoc, de lunes a viernes de 09:00 a 14:00 horas, lo anterior a partir 

de la fecha de publicación de la presente convocatoria y hasta la fecha límite señalada para su adquisición. 

 

Requisitos para adquirir las bases: 

 

1. La adquisición es directa en las oficinas del Sistema de Aguas de la Ciudad de México. 

1.1 Constancia del Registro de Concursante emitido por la Secretaria de Obras y Servicios y que cumpla con el capital contable solicitado; entregar copia legible 

y presentar original para cotejo. 

1.2 Mediante cheque certificado o de caja, expedido a favor del Gobierno del Distrito Federal/Secretaria de Finanzas/Tesorería del Distrito Federal con cargo a 

una institución de crédito autorizada para operar en la Ciudad de México, o bien 

1.3 A través del Banco Santander, S.A., con número de cuenta 65501123467 referencia 06D3, vía ventanilla bancaria. 

Manifestación bajo protesta de decir verdad, en el sentido de que no se encuentran en los supuestos de impedimento legales, inhabilitadas o sancionadas por la 

Contraloría General del Distrito Federal, por la Secretaría de la Función Pública de la Administración Pública Federal, ni por las autoridades competentes de los 

gobiernos de las entidades federativas o municipios.  



 

Manifestación de que los socios, directivos, accionistas, administradores, comisarios y demás personal de sus procesos de ventas, comercialización, relaciones 

públicas o similares, no tienen, no van a tener en el siguiente año o han tenido en el último año, relación personal, profesional, laboral, familiar o de negocios con 

las personas servidoras públicas señaladas. 

2. Los planos, especificaciones u otros documentos complementarios, los podrán revisar en las Oficinas del Sistema de Aguas de la Ciudad de México en la 

Subdirección de Licitaciones de Obra Pública, sita en avenida José María Izazaga número 89, 4º piso, Colonia Centro, Código Postal 06080, Delegación 

Cuauhtémoc, Ciudad de México, éstos se entregarán a los interesados previa presentación del recibo de pago. El no contar con esta documentación será motivo de 

descalificación en el acto de apertura de sesión de presentación de propuestas. 

3. Se anexará dentro del sobre de la Propuesta Técnica en el documento T.1 copia de la Constancia de Registro de Concursante ante la Secretaria de Obras y 

Servicios, así como copia del recibo de pago, el no presentar cualquiera de estos documentos será motivo de descalificación. 
 

La experiencia y capacidad técnica que deberán acreditar los interesados en participar en las licitaciones públicas nacionales, deberá presentarse dentro del sobre 

que contenga su proposición y consiste en: 
 

Para la licitación SACMEX-LP-033-2017 La empresa deberá contar con alto grado de especialidad en el desarrollo de trabajos de implementación de sistemas de 

automatización, así como desarrollo e implementación de sistemas de comunicación y control, de interfaz hombre-máquina y sistema de telemetría, situación que 

se acreditara presentando al menos 3 contratos en los últimos cinco años, así como las copias de actas entrega–recepción que servirá como comprobación de la 

experiencia y capacidad técnica, la experiencia solicitada debe ser expresamente del licitante y no de subcontratistas. 

 

La empresa deberá probar que cuenta con analizadores de protocolos, simuladores de señales 4 a 20 ma, scaners de radio frecuencia, gps, durante el periodo de 

ejecución de los trabajos (garantizando su permanencia ya sean propios o rentados), además que deberán presentar los manuales de los equipos situación que se 

comprobara presentando facturas o contratos de arrendamiento. 

 

La empresa deberá contar con personal especializado en la ejecución de estas actividades con grado de maestría en comunicaciones, licenciatura en control, 

licenciatura en sistemas de cómputo y licenciatura en diseño gráfico, situación que se acreditará presentando cedulas profesionales y currículo con experiencia de 

al menos 5 años en la participación de proyectos con correspondencia a estas actividades. 

 

Para los procesos licitatorios se observará lo siguiente:  
 

Presentar las actas de recepción de entrega correspondientes a los citados contratos, además de comprobar la capacidad financiera mediante la presentación de las 

declaraciones anuales 2015 y 2016, sus estados financieros anuales auditados por contador público externo con autorización de la SHCP, así como las razones 

financieras de estos mismos ejercicios en donde demuestre la liquidez de la empresa. 
 

El no cumplir con el requisito de experiencia señalado en los párrafos anteriores y/o no demostrar solvencia financiera con los documentos presentados, será 

motivo de descalificación durante la revisión detallada de la propuesta. 

 

El lugar de reunión para las juntas de aclaraciones, será la sala de juntas de la Dirección de Licitaciones de Obra Pública, perteneciente al Sistema de Aguas de la 

Ciudad de México, ubicada en Avenida José María Izazaga número 89, 4º piso, Colonia Centro, Código Postal 06080, Delegación Cuauhtémoc de esta Ciudad el 

día y hora indicados anteriormente. Es obligatoria la asistencia de personal calificado a la (s) junta (s) de aclaraciones. Se acreditará tal calidad con cédula 

profesional, certificado técnico o carta de pasante (original y copia legible), se deberá presentar por escrito y en dispositivo electrónico USB las dudas o preguntas 

referentes a la Licitación, previo a la junta de aclaraciones en la Subdirección de Licitaciones de Obra Pública, perteneciente al Sistema de Aguas de la Ciudad de 

México, ubicada en Avenida José María Izazaga número 89, 4º piso, Colonia Centro, Código Postal 06080, Delegación Cuauhtémoc, de esta Ciudad. 

 



 

El acto de sesión de presentación y apertura de propuestas se llevará a cabo en la sala de juntas de la Dirección de Licitaciones de Obra Pública, ubicada en 

Avenida José María Izazaga número 89, 4º piso, Colonia Centro, Código Postal 06080, Delegación Cuauhtémoc, Ciudad de México, el día y hora señalados 

anteriormente. 

 

En las licitaciones SACMEX-LP-033-2017 aplica lo siguiente: 

 

No se otorgará anticipo. 

Las proposiciones deberán presentarse en idioma español. 

La moneda en que deberá cotizarse la proposición será: peso mexicano. 

No suministrara equipo o material en el desarrollo de los trabajos 

 

El Sistema de Aguas de la Ciudad de México no proporcionará equipo, maquinaria, materiales y/o equipos de instalación permanente. La empresa que resulte 

ganadora deberá proporcionar todos los equipos necesarios para la ejecución de la obra, así como todos los materiales indicados por la Dependencia. 

Para las empresas que participen en más de un evento las obras se adjudicaran independiente del tipo de recurso tomando en cuenta los siguientes criterios: el 

capital contable mínimo requerido será acumulable acorde a la cantidad de licitaciones en los que deseen participar, que cuenten con la suficiente capacidad 

financiera, personal distinto para cada obra, demostrar dentro de la propuesta que disponen de diferente equipo para atender cada evento simultaneo así mismo se 

contabilizará para tal efecto el 30% del importe faltante por ejecutar de las obras en vigor. Las condiciones de pago son: mediante estimaciones que se pagaran en 

un plazo no mayor de 20 días naturales a partir de que hayan sido autorizadas por la residencia de obra.  

 

Las empresas participantes deberán estar al corriente de las obligaciones Fiscales en tiempo y forma previstos en el Código Fiscal del Distrito Federal. 

 

El Sistema de Aguas de la Ciudad de México, con base en los Artículos 40 y 41 de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal, efectuará el análisis comparativo 

de las propuestas admitidas, formulará el dictamen y emitirá el fallo mediante el cual se adjudicará el contrato al concursante, que reuniendo las condiciones 

establecidas en la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal, su Reglamento y Políticas Administrativas Bases y Lineamientos, haya presentado la postura legal, 

técnica, económica, financiera y administrativa que garantice satisfactoriamente el cumplimiento del contrato y presente el precio más bajo. 

 

Los porcentajes a los que se deberán sujetar las garantías serán de la siguiente manera: el de seriedad de la propuesta se apegará a lo establecido en la sección 

21.2.3 de las Políticas Administrativas, Bases y Lineamientos en Materia de Obra Pública, emitidos por el Gobierno del Distrito Federal; de cumplimiento del 

contrato, 10 % de su importe; por vicios ocultos, 10% del monto total ejercido. Contra la resolución que contenga el fallo no procederá recurso alguno, pero los 

concursantes podrán inconformarse en los términos del Artículo 72 de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal. 

 

CIUDAD DE MÉXICO, A 19 DE JUNIO DE 2017 

 

A T E N T A M E N T E 

EL DIRECTOR EJECUTIVO DE CONSTRUCCIÓN 

(Firma) 

ING. FERNANDO ALONZO ÁVILA LUNA 

 



ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

Secretaría de Obras y Servicios 

Agencia de Gestión Urbana 

Licitación Pública Nacional Convocatoria: 003 

 

La Agencia de Gestión Urbana, en cumplimiento a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 134, artículo 87 párrafo segundo del 

Estatuto del Gobierno del Distrito Federal; artículos 15 fracción V y 27 fracción III de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal y de conformidad con los 

artículos 3º apartado C, 23 inciso C, 24 inciso A, 25 apartado A, fracción I, 26, 28 de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal; y de conformidad con los artículos Primero y 

Segundo del Decreto por el que se modifica el diverso que crea el Órgano desconcentrado denominado Agencia de Gestión Urbana de la Ciudad de México publicado en la Gaceta 

Oficial de la Ciudad de México el 21 de febrero de 2017 y articulo 207 Ter fracciones XXV, XXIX, Tercero, Quinto y Sexto Transitorios del Decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 21 

de febrero de 2017; convoca a las personas físicas y morales interesadas en participar en la Licitación Pública de carácter Nacional para la contratación de Trabajos Relacionados 

con la Obra Pública en la modalidad de Proyecto Integral a precio alzado por actividad de los trabajos realizados y plazo determinado, conforme a lo siguiente: 

 

No. de licitación Descripción y ubicación de la Obra 
Fecha de inicio y 

terminación 
Plazo de ejecución 

Capital Contable 

Requerido 

AGU/LP/006/2017 

Proyecto Integral a precio alzado, de la primera etapa de 

conformación de Infraestructura peatonal “Parque Lineal 

Viaducto”. 

21 de Julio al 18 de Octubre 

de 2017 
90 días naturales $50,418,000.00 

Clave FSC (CCAOP) 
Costo de las 

bases 

Fecha límite para 

adquirir bases 

Visita al lugar de los 

trabajos 
Junta de aclaraciones 

Presentación y 

apertura sobre 

único 

Acto de fallo 

S/C $5,000.00 23 de Junio de 2017 
26 de Junio de 2017 

13:00 hrs. 

30 de Junio de 2017 

 11:00 hrs. 

06 de Julio de 2017 

10:00 hrs. 

20 de Julio de 2017 

10:00 hrs. 

 

La autorización presupuestal para la presente convocatoria es el oficio número GCDMX/AGU/DGA/DFR/1506-06 de fecha 15 de junio del 2017, emitido por la Subdirección de 

Recursos Financieros y Presupuestales de la Dirección General de Administración en la Secretaría de Obras y Servicios. 

Las bases de Licitación se encuentran disponibles para consulta y adquisición en las oficinas de la Dirección de Procedimientos de Licitación de Obra Pública, ubicadas en Av. 

Canal de Apatlaco No. 502 Colonia Lic. Carlos Zapata Vela, C.P. 08040, Delegación Iztacalco, Ciudad de México, Teléfono 56-54-03-84; en horario de 09:00 a 15:00 horas, en 

días hábiles y hasta la fecha límite para adquirir bases. 

Requisitos para adquirir las bases, planos, especificaciones u otros documentos:  

Se deberá entregar copia legible de los siguientes documentos, presentando los originales para cotejar: 

1.  Adquisición directa en las oficinas de la Dirección de Procedimientos de Licitación de Obra Pública: 

1.1 Solicitud por escrito de participación, en papel membretado de la empresa, manifestando su interés de participar en las Licitación de: Proyecto Integral a precio alzado, de la 

primera etapa de conformación de Infraestructura peatonal “Parque Lineal Viaducto”. 

Así como comprobante de pago de las bases para su adquisición 

1.2 Constancia de Registro de Concursante emitido por la Secretaría de Obras y Servicios del Gobierno la Ciudad de México actualizada (2017) conforme lo establece el artículo 24 

del Reglamento de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal. 

1.3En caso de estar en trámite el Registro. 

1.3.1Constancia de registro de trámite acompañado de: 

1.3.2  Documentos comprobantes para el capital contable mínimo (mediante declaraciones fiscales, anual del último ejercicio fiscal y parcial del ejercicio fiscal actual), donde se 

compruebe el capital contable mínimo requerido y los estados financieros del ejercicio fiscal inmediato anterior, firmados por contador público registrado ante la S.H.C.P, anexa 

copia de la Cédula Profesional del mismo. 

2.  La forma de pago de las bases se hará en las oficinas de la Dirección de Procedimientos de Licitación de Obra Pública, mediante cheque certificado o de caja, expedido a favor 

del Gobierno del Distrito Federal/Secretaría de Finanzas/Tesorería del Distrito Federal, con cargo a una institución de crédito autorizada para operar en la Ciudad de México. 



3.  El lugar donde se efectuarán los actos relativos a la Junta de aclaraciones Apertura de Sobre Único y Fallo, será en  las oficinas de la Dirección de Procedimientos de Licitación 

de Obra Pública y para la Visita de Obra de la Licitación, será en las instalaciones de la Dirección de Mejoramiento de Infraestructura Vial, ubicadas en Eje 6 Sur Trabajadoras 

Sociales 3, Área Federal Central de Abastos, Delegación Iztapalapa, Ciudad de  México, Código Postal 09819 Teléfonos 56-97-08-01; el día y hora indicado en el cuadro de la 

página anterior. Siendo obligatoria la asistencia de personal calificado (Arquitecto, Ingeniero Civil o Técnico en Construcción) a la visita al sitio de servicio y a la(s) junta(s) de 

aclaraciones, acreditándose tal calidad con cédula profesional, certificado técnico o carta de pasante (original y copia para cotejo) y oficio de presentación en hoja membretada de la 

empresa, signado por el representante legal de la misma. 

4. No se otorgará Anticipo para la ejecución de los trabajos. 

5. Las proposiciones deberán presentarse en idioma español. 

6. La moneda en que deberán cotizarse las proposiciones será en unidades de moneda nacional pesos mexicanos. 

7. No se autoriza asociación o subcontratación en la ejecución de los trabajos, de acuerdo al artículo 47 de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal. 

8.La Agencia de Gestión Urbana, a través de la Dirección de Procedimientos de Licitación de Obra Pública, con base en los artículos 40 y 41 de la Ley de Obras Públicas del 

Distrito Federal, efectuará el análisis comparativo de las propuestas admitidas, formulará el dictamen y emitirá el fallo mediante el cual se adjudicará el contrato al concursante, que 

reuniendo las condiciones establecidas en la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal, su Reglamento, las Bases de Licitación y demás normatividad aplicable en la materia, haya 

presentado la postura legal, técnica, económica, financiera y administrativa que garantice satisfactoriamente el cumplimiento del contrato y presente la postura solvente económica 

más baja, siendo los criterios generales para la adjudicación del contrato, entre otros aspectos, el cumplimiento de las condiciones legales exigidas al licitante; que los recursos 

propuestos por el licitante sean los necesarios para ejecutar satisfactoriamente, conforme al programa de ejecución, las cantidades de servicio establecidas; que el análisis, cálculo e 

integración de los precios unitarios sean acordes con las condiciones de costos vigentes en la zona o región donde se ejecuten los trabajos.  

9. Ninguna de las condiciones contenidas en las bases de la licitación, así como en las propuestas presentadas por los concursantes, podrán ser negociadas, de acuerdo al Artículo 29 

Fracción V de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal. 

10. Las condiciones de pago son mediante ministraciones del trabajo ejecutado, las que deberán realizarse por períodos quincenales por actividad de trabajos terminados, 

acompañados de la documentación que acredite la procedencia del pago. 

11. Los concursantes deberán considerar la entrega de las siguientes garantías: 

a)De seriedad de la propuesta, correspondiente al 6% del importe total de la misma, sin incluir el I.V.A., mediante cheque expedido por institución bancaria nacional, con cargo a la 

cuenta bancaria de la concursante o fianza expedida por Institución de Fianzas legalmente autorizada y de conformidad con la Ley en la materia. 

b) De cumplimiento del contrato, correspondiente al 10% de su importe, sin incluir el I.V.A., mediante póliza de fianza expedida por institución afianzadora legalmente autorizada. 

c) Por vicios ocultos, correspondiente al 10% del monto total ejercido, incluyendo el I.V.A., mediante póliza de fianza expedida por institución afianzadora legalmente autorizada. 

d) De responsabilidad civil, al 10% del monto del contrato incluyendo el I.V.A. mediante póliza de seguro expedida por institución aseguradora legalmente autorizada.  

12.  Contra la resolución que contenga el fallo no procederá recurso alguno. 

13.  No podrán participar las personas que se encuentren en los supuestos del artículo 37 de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal. 

14. Los interesados en las Licitación Pública Nacional, deberán comprobar experiencia en Proyectos Integrales a precio alzado relativo a Infraestructura peatonal. Así como 

capacidad financiera, administrativa y de control durante el proceso de evaluación según la información que se solicita en las bases de esta Licitación Pública.   

15.   En caso de que no se presenten licitantes en la junta de aclaraciones en cualquiera de la presente Licitación; se dará por desierto el concurso en dicho acto. 

 

Ciudad de México, a 19 de junio de 2017 

 

(Firma) 

 

MTRO. JAIME SLOMIANSKI AGUILAR  

TITULAR DE LA AGENCIA DE GESTIÓN URBANA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
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SECCIÓN DE AVISOS 
 

 

Colegio Senda 2000 – Fleming, S.C. 

 

CONVOCATORIA A ASAMBLEA ORDINARIA DE SOCIOS 

 

Por iniciativa del Director General, María Julia Bargues Sbert, se convoca a los socios de Colegio Senda 2000 - Fleming, 

S.C., a la Asamblea General Ordinaria que deberá celebrarse a las 10 (diez) horas del día 27 (Veintisiete) de julio de 2017, 

en las oficinas ubicadas en la calle de Leibnitz No. 34-201, Colonia Anzures, C.P. 11590, en la Ciudad de México, de 

acuerdo con el siguiente: 

 

ORDEN DEL DÍA: 

 

Conocer y tomar los acuerdos que la asamblea estime convenientes, sobre: 

 

I.- Designación de Presidente y Secretario de la Asamblea. 

II.- Designación de Escrutadores e instalación de la Asamblea. 

III.- Presentación y, en su caso, aprobación de los Estados  Financieros de la Sociedad por el ejercicio 2014, 

incluyendo el reconocimiento de los adeudos que al cierre de ese ejercicio tiene la sociedad. 

Y propuesta de aumento de capital social, o en su caso, capitalización de deuda, por parte de los socios para 

cubrir el adeudo que al cierre del ejercicio 2014 tiene acumulado la sociedad. 

IV.- Presentación y, en su caso aprobación de los Estados Financieros de la Sociedad por el ejercicio 2015, 

incluyendo el reconocimiento de los adeudos que al cierre de ese ejercicio tiene la sociedad. 

Y propuesta de aumento de capital social, o en su caso, capitalización de deuda, por parte de los socios para 

cubrir el adeudo que al cierre del ejercicio 2015 tiene acumulado la sociedad. 

V.- Presentación y, en su caso aprobación de los Estados Financieros de la Sociedad por el ejercicio 2016, 

incluyendo el reconocimiento de los adeudos que al cierre de ese ejercicio tiene la sociedad. 

Y propuesta de aumento de capital social, o en su caso, capitalización de deuda, por parte de los socios para 

cubrir el adeudo que al cierre del ejercicio 2016 tiene acumulado la sociedad. 

VI.- Presentación y, en su caso aprobación de los Estados Financieros de la Sociedad por el primer trimestre del 

ejercicio 2017, incluyendo el reconocimiento de los adeudos que se han generado por la operación de la 

Sociedad. 

Propuesta de aumento de capital social, o en su caso, capitalización de deuda, por parte de los socios para cubrir 

el adeudo que generado por la sociedad en el transcurso del ejercicio 2017. 

VII.- Presentación por parte de la Directora General y los asesores contables de la sociedad de la Proyección de 

Gastos, Presupuestos Operativos y para el cumplimiento de Normatividad, así como proyección de Ingresos de 

la Sociedad para el Resto del ejercicio 2017 e inicio del 2018. 

VIII.- Revocación y ratificación de apoderados de la sociedad. 

IX.- Designación de delegados, que formalicen y den cumplimiento a las resoluciones adoptadas por esta 

Asamblea y redacción lectura y aprobación en su caso, del Acta de Asamblea. 

 

Los socios podrán hacerse representar en la asamblea por apoderado mediante simple carta poder que deberá exhibir a 

la Dirección General de la Sociedad con la anticipación a la celebración de la Asamblea. 

 

Ciudad de México a 12 de junio de 2017. 

 

(Firma) 

 

Colegio Senda 2000- Fleming, S.C. 

Mtra. María Julia Bargues Sbert 

Directora General. 
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Fundación Estado y Sociedad A.C. 

 

Se convoca a los miembros de la Fundación Estado y Sociedad A.C. a la Asamblea General de asociados que se realizará el 

próximo 04 de julio del 2017, en el domicilio sede sita en calle Celestún Num. 42 colonia jardines del Ajusco, delegación 

Tlalpan en la ciudad de México, a las 18 horas de conformidad a los artículos vigésimo y vigésimo primero de los estatutos 

de la asociación, de acuerdo al siguiente orden del día: 

 

1. Bienvenida y aprobación del orden del día. 

2. Aprobación del informe del presidente del consejo directivo. 

3. Aprobación de reformas a los estatutos. 

4. Aprobación de exclusión de asociados.  

5. Incorporación de nuevos miembros asociados. 

6. Elección de miembros del consejo directivo. 

7. Elección de personas para acudir a protocolizar los acuerdos de la Asamblea ante notario público. 

8. Asuntos generales 

Atentamente 

(Firma) 

Dr. Juan Antonio Flores Vera 

Presidente de la Fundación Estado y Sociedad A.C. 

 

Ciudad de México a 9 de junio de 2017 
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E  D  I  C  T  O  S 
 

E   D   I   C   T   O 

 

CONVÓQUESE, personas créanse tener derecho a bienes de la Sucesión Intestamentaria de ISABEL MOLINA COTE, 

quien tuvo su ultimo domicilio en Calle allende número veinticuatro, Santa María Acuitlapilco, Tlaxcala denunciado por 

ENRIQUETA, HUMBERTO, FLORENCIA, MARÍA ISABEL. JOSÉ ANTONIO , REFUGIO, MARTHA Y LUCIA 

TODOS ELLOS DE APELLIDOS GARCÍA MOLINA, promoviendo por su propio derecho, preséntense a deducirlo 

dentro del término de treinta días contados a partir del día siguiente de la última publicación ante El Juzgado segundo de lo 

Familiar del Distrito Judicial de Cuauhtémoc, dentro del expediente número 291/2016. 

 

Santa Anita Huiloac, Apizaco Tlaxcala, veintinueve de mayo del 2017 

―Sufragio efectivo No relección‖ 

Diligenciaria Non del Juzgado Segundo de lo Familiar Del Distrito Judicial de Cuauhtémoc 

(Firma) 

Lic. Eustolia Osorio Eliosa 

 

Publíquese: Por tres veces dentro del término de treinta días, de diez en diez días en el Periódico de mayor circulación de la 

ciudad de México 

 

Publíquese: Por tres veces dentro del término de treinta días, de diez en diez días en el Periódico Oficial de la ciudad de 

México. 

 

Publíquese: Por tres veces dentro del término de treinta días de diez en diez días en los estrados del juzgado que 

corresponda. 
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AVISO 
 

PRIMERO. Se da a conocer a la Administración Pública de la Ciudad de México; Tribunal Superior de Justicia y Asamblea Legislativa; 

Órganos Autónomos en la Ciudad de México; Dependencias y Órganos Federales; así como al público en general, los requisitos que 

habrán de contener los documentos para su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, siendo los siguientes:. 

 

1. El documento a publicar deberá presentarse ante la Unidad Departamental de Publicaciones para su revisión, autorización y según el 

caso, cotización con un mínimo de 4 días hábiles de anticipación a la fecha en que se requiera sea publicado, esto para el caso de 

las publicaciones ordinarias, si se tratase de las inserciones urgentes a que hace referencia el Código Fiscal del Distrito Federal, 

estas se sujetarán a la disposición de espacios que determine la citada Unidad Departamental, esto en el horario de 9:00 a 13:30 

horas, acompañado de la solicitud de inserción dirigida al titular de la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos. 

 

El documento a publicar tendrá que presentarse en original legible y debidamente firmado, señalando el nombre y cargo de quien lo 

suscribe, asimismo, deberá ser rubricado en todas las fojas que lo integren. 

 

2. Tratándose de documentos que requieran publicación consecutiva, se anexarán tantos originales o copias certificadas como 

publicaciones se requieran. 

 

3. La información a publicar deberá ser grabada en disco compacto, siendo un archivo generado en procesador de texto Microsoft Word 

en cualquiera de sus versiones, con las siguientes especificaciones: 

 

I. Página tamaño carta; 

II. Márgenes en página vertical: Superior 3, inferior 2, izquierdo 2 y derecho 2; 

III. Márgenes en página horizontal: Superior 2, inferior 2, izquierdo 2 y derecho 3; 

IV. Tipo de letra Times New Roman, tamaño 10; 

V. Dejar un renglón como espacio entre cada párrafo, teniendo interlineado sencillo; 

VI. No incluir ningún elemento en el encabezado o pie de página del documento; 

VII. Presentar los Estados Financieros o las Tablas Numéricas en tablas generadas en Word;  

VIII. Rotular el disco con el título del documento; 

IX. No utilizar la función de Revisión o control de cambios, ya que al insertar el documento en la Gaceta Oficial, se generarán cuadros 

de dialogo que interfieren con la elaboración del ejemplar; 

X. No utilizar numeración o incisos automáticos, así como cualquier función automática en el documento; y 

XI. La fecha de firma del documento a insertar deberá ser anterior a la fecha de publicación 

 

Es importante destacar que la ortografía y contenido de los documentos publicados en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México son de 

estricta responsabilidad de los solicitantes. 

 

4. La cancelación de publicaciones en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, deberá solicitarse por escrito, con 3 días hábiles de 

anticipación a la fecha de publicación, para el caso de publicaciones ordinarias, si se trata de publicaciones urgentes, será con al menos un 

día de antelación a la publicación, en el horario establecido en el segundo numeral de este aviso. 

 

SEGUNDO. Se hace del conocimiento de la Administración Pública de la Ciudad de México; Tribunal Superior de Justicia y Asamblea 

Legislativa; Órganos Autónomos en la Ciudad de México; Dependencias y  Órganos Federales; así como al público en general, que a 

partir de la primera emisión que se efectué a partir del 2 de febrero de 2016, de este Órgano de Difusión Oficial, la Época inserta en el 

Índice será la Décima Novena. 

 

TERCERO. Se hace del conocimiento de la Administración Pública de la Ciudad de México; Tribunal Superior de Justicia y Asamblea 

Legislativa; Órganos Autónomos en la Ciudad de México; Dependencias y  Órganos Federales; así como al público en general, que la 

publicación de la Gaceta Oficial de la Ciudad de México se realizará de lunes a viernes, en días hábiles, pudiéndose habilitar, a juicio de 

esta Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos, tantos números extraordinarios como se requieran, así como emitir 

publicaciones en días inhábiles para satisfacer las necesidades del servicio. 

 

AVISO IMPORTANTE 

 

Las publicaciones que aparecen en la presente edición son tomadas de las fuentes (documentos originales), proporcionadas por los interesados, 

por lo que la ortografía y contenido de los mismos son de estricta responsabilidad de los solicitantes. 
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DIRECTORIO 

 

Jefe de Gobierno de la Ciudad de México 

MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOSA 

 

Consejero Jurídico y de Servicios Legales 

MANUEL GRANADOS COVARRUBIAS 

 

Directora General Jurídica y de Estudios Legislativos 

CLAUDIA LUENGAS ESCUDERO 

 

Director de Legislación y Trámites Inmobiliarios 

FLAVIO MARTÍNEZ ZAVALA 

 

Subdirector de Estudios Legislativos y Publicaciones 

EDGAR OSORIO PLAZA 

 

Unidad Departamental de Publicaciones y Trámites Funerarios 

 

 

INSERCIONES 

 

Plana entera ......................................................................................  $ 1,824.00 

Media plana ............................................................................................  981.00 

Un cuarto de plana .................................................................................  610.70 

 

Para adquirir ejemplares, acudir a la Unidad de Publicaciones, sita en la Calle Candelaria de los Patos s/n, Col. 10 de Mayo, 

C.P. 15290, Delegación Venustiano Carranza. 

 

Consulta en Internet 

www.consejeria.cdmx.gob.mx 

 

 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

IMPRESA POR ―CORPORACIÓN MEXICANA DE IMPRESIÓN‖, S.A. DE C.V., 

CALLE GENERAL VICTORIANO ZEPEDA Núm. 22, COL. OBSERVATORIO C.P. 11860. 

TELS. 55-16-85-86 y 55-16-81-80 

 

(Costo por ejemplar $26.50) 

 


